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Bogotá D.C.seis (6) de junio de dos mil trece (2013) 
Magistrado Ponente: Dr. PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
Radicación No. 05001110200020110185003
Aprobado según Acta de Sala No. 41 de la misma fecha. 
REF:APELACIÓN SENTENCIA SANCIONATORIAA HUMBERTO DE JESÚS NAVALES DURANGO-JUEZ PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE MEDELLÍN.  
VISTOS
Procede la Sala a desatar el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia emitida el día 14 de mayo de 2012, por medio de la cual la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Antioquia
, sancionó con SUSPENSIÓN en el ejercicio del cargo por el término de DOCE (12) meses e inhabilidad especial por el mismo lapso, al doctor HUMBERTO DE JESÚS NAVALES DURANGO, en su calidad de Juez Primero Penal del Circuito Especializado de Medellín, al haberlo encontrado disciplinariamente responsable de incumplir con el deber previsto en el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, con varias acciones u omisiones (art. 47-2 ley 734 de 2002), con lo cual también infringió los artículos 6,29,90,228 y 230 de la Constitución Política; 171,232,238 y 254-1 y 2 de la ley 600 de 2000; 106 y 139, parágrafo único de la ley 65 de 1993 y 65y 66 de la ley 270de 1996,de conformidad con lo previsto en el artículo 196 de la Ley 734 de 2002.
H E C H O S 
Tuvieron su génesis enlas informaciones de prensa generadas el 26 de agosto de 2011, mediante las cuales se dio a conocer a la opinión pública que el Juez Primero Penal del Circuito Especializado de Medellín concedió la sustitución de la detención preventiva en establecimiento carcelario, por detención domiciliaria, al acusadoALIRIO DE JESÚS RENDÓN HURTADO, Alias “El Cebollero”, quien estaba subjudice en investigación penal por el delito de Lavado de Activos, conocido también en los círculos judiciales, como cabecilla de la denominada “Oficina de Envigado”. Ciudadano que además, se encontraba condenado a la pena de 50 meses de prisión por el delito de concierto para delinquir, en sentencia proferida por el Juez Segundo Penal del Circuito Especializado de Medellín. 

Con el material probatorio recopilado en el expediente, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Antioquia, procedió a formular pliego de cargos al doctor Humberto de Jesús Navales Durango, Juez Primero Penal del Circuito Especializado de Medellín, al considerar que:” i) concedió permiso al acusado para visitar a su madre en la residencia, en contravía de las disposiciones legales; ii) solicitó su traslado a una cárcel de Medellín o un municipio cercano; iii) omitió correr traslado de los dictámenes médicos que soportaron la decisión de suspensión de la privación de la libertad del procesado Alirio de Jesús Rendón Hurtado, a los sujetos procesales; iv)concedió la detención en el lugar de residencia sin hacer ningún examen sobre el por qué no lo enviaba a una clínica u hospital, dado el grave estado de enfermedad incompatible con la vida en reclusión que fue el fundamento de esa decisión, entre otras circunstancias que arrojaron la ausencia de motivación de la providencia y; v) puso en riesgo la vida del encartado y el patrimonio del Estado, en consideración a que era a éste a quien le correspondía garantizar su salud”.
ACTUACIÓN PROCESAL
1. De oficio y mediante proveído del 29 de agosto de 2011, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Antioquia, dispuso abrir investigación formal contra el Juez Primero Penal del Circuito Especializado de Medellín, doctor Humberto de Jesús Navales Durango. En esta misma providencia se ordenó suspenderlo provisionalmente en dicho cargo, por el término de tres (3) meses, con fundamento en el artículo 157 de la ley 734 de 2002, al considerar que su permanencia en el mismo podía interferir en el trámite del proceso disciplinario,medida que fue prorrogada el 22 de noviembre hogaño por tres meses más.

2. En cumplimiento del auto anterior, mediante oficio datado 29 de agosto de 2011, se comunicó al Presidente del Tribunal Superior de Medellín, la suspensión en el cargo de Juez Primero Penal del Circuito Especializado de Medellín, al doctor HUMBERTO DE JESÚS NAVALES DURANGO, por el término de tres meses. 

3.Esta decisión fue notificada personalmente al disciplinado NAVALES DURANGO, el 29 de agosto de 2011.

4. En esa misma fecha, 29 de agosto de 2011, se practicó en el centro de servicios judiciales, diligencia de inspección judicial, al proceso penal 2011-00581, la cual recopiló la información existente en el cuaderno tomo 8, en el que a folio 93 se encontró la constancia que el día 11 de abril de 2011, se recibió por parte del Juez Primero Penal del Circuito Especializado de Medellín el proceso de la referencia que consta de 8 cuadernos originales y 8 de copias. Por auto del 13 de abril de 2011, se asumió el conocimiento y se ordenó que por el Centro de Servicios se corra traslado del artículo 400 del C. de P.P., a los sujetos procesales por el término de 15 días para que preparen las audiencias preparatoria y pública. Siguiendo el trámite de la diligencia, se va consignando la actuación procesal hasta la providencia de fecha 26 de agosto de 2011, en la que el indicado Juezconcedió la detención  domiciliaria al señor Alirio de Jesús Rendón Hurtado, se libró la boleta de suspensión del encarcelamiento otorgada por el Juez Navales Durango, diligencia de compromiso y depósito judicial por $ 1.500.00.00 pesos
.
5. La O.N.G. ASTENFAR – CCPI, envió documento de felicitación al doctor HUMBERTO NAVALES DURANGO, por la decisión tomada, la que está ajustada a derecho y a los postulados del Derecho Internacional Humanitario y los Derechos Humanos Universales, a raíz del estado grave de salud en que se encontraba el señor Rendón Hurtado.

6. Confecha 30 de agosto de 2011, los Profesionales Especializados Forenses, ÓSCAR ARMANDO SÁNCHEZ CARDOZO, LUIS EDUARDO MUÑOZ PERDOMO y WILLIAM FAUSTO CARDENAS ÁVILA, de la Dirección Regional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, dictaminaron la situación médica del ciudadano JOSÉ ALIRIO DE JESÚS RENDÓN HURTADO, así: “con base en la historia clínica, el examen físico efectuado hoy a las 16:30 horas, y la información aportada por el médico de sanidad carcelaria (Compensar) se establece: 1. La condición Clínica del Sr. Alirio de Jesús Rendón para el momento de la valoración médico legal es estable, es decir que no presenta una condición mórbida aguda que necesite manejo por un servicio de urgencias y/o intrahospitalario en unidad de cuidados coronarios, lo que permite llevar un control y seguimiento ambulatorio. 2. La enfermedad coronaria que padecer el señor Alirio de Jesús Rendón asociada a la hipertensión arterial, lleva implícito un mal pronóstico, con un riesgo elevado de presentar complicaciones neuro –cardiovasculares y de muerte súbita, a pesar de su condición de estabilidad clínica actual. Lo anterior exige que mientras permanezca en reclusión intramural se garanticen sus necesidades de atención en salud de acuerdo a lo establecido en el análisis del presente informe, además de tener la infraestructura que permita responder de manera eficaz y oportuna ante cualquier descompensación súbita de su enfermedad mediante la remisión inmediata a centro hospitalario de tercer o cuarto nivel habida cuenta del riesgo mencionado. Se sugiere nueva valoración médico legal en un lapso aproximado de tres meses o antes si sus condiciones clínicas lo ameritan”
.
7. Mediante auto del 30 de agosto de 2011, se ordenó correr traslado del anterior dictamen pericial por el término de tres días, al disciplinado y al Agente del Ministerio Público.
8. La Procuradora Delegada para el Ministerio Público en Asuntos Penales, designó al Procurador 128 Judicial II Penal de Medellín, como Agente Especial en el proceso que se sigue al disciplinado HUMBERTO DE JESÚS NAVALES DURANGO
.

9.El Ministro de Justicia y del Derecho,se pronunció sobre los servicios médicos que se prestan a los internos de los centros carcelarios del país, e informó que aunque los Establecimientos Penitenciarios no cuentan con servicios Hospitalarios Intramurales para el tratamiento de enfermedades de Alto Costo para Sindicados o Condenados, se garantiza la prestación de estos servicios de salud en función del plan de beneficios a través de la contratación de una red de prestadores de servicios para estos niveles de complejidad por parte de la EPSS CAPRECOM, empresa que cuenta con una póliza de reaseguro para cubrimiento de enfermedades de Alto Costo que permiten suministrar y garantizar toda la atención que requieran los pacientes.
10. El 5 de septiembre de 2011, rindió Versión Libre el doctor HUMBERTO DE JESÚS NAVALES DURANGO, quien hizo un recuento de las actuaciones procesales surtidas en el trámite del proceso seguido contra el señor ALIRIO DE JESÚS RENDON HURTADO, dentro de las cuales refirió que el 10 junio de 2011, por solicitud de la defensa del procesado, dispuso el traslado del detenido a la calle 3 sur No. 38 -41, apartamento 1003 a efecto de que visitara a su señora madre María Antonia Hurtado de Rendón, debido a sugrave estado de enfermedad, este traslado sería el 16 de junio, por dos horas más la distancia, de conformidad con el artículo 139 de la Ley 65 de 1993, -Estatuto Penitenciario y Carcelario-, advirtiendo a las autoridades penitenciarias que dicho desplazamiento se haría con las debidas medidas de seguridad, traslado que no se cumplió por las directivas carcelarias, por carecer de logística y personal para dichos efectos, además por la calidad del interno. No obstante lo anterior, el defensor insistió en la petición, sin acceder a la misma por cuanto el artículo 139 de la Ley 65 de 1993, faculta a los directores de los establecimientos carcelarios a cumplir dichos traslados siempre y cuando puedan garantizar la debida vigilancia y seguridad del interno, en ese sentido, dijo, dispuso oficiar al Director de la Cárcel para que accediera al permiso excepcional cuando se dieran las circunstancias de seguridad que echaba de menos.
Continuando con la diligencia, aseguró que accedió la petición de la defensa con el fin de oficiar al Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses para que los médicos legistas dictaminaran acerca del estado de salud deRENDÓN HURTADO, y si el mismo era compatible con el encarcelamiento, para eso efectos requirió al Juez Segundo Penal del Circuito Especializado de Medellín para que remitiera copias de los dictámenes médicos que reposaban en el proceso radicado 2009-0446, que se siguió en contra del mismo procesado y copia de la historia clínica que reposa en la Cárcel de Máxima Seguridad de Itaguí (Antioquia). 

Señaló igualmente que, después de la audiencia preparatoria y ante solicitud del defensor,accedió para que trasladaran a ALIRIO DE JESÚS RENDÓN a un centro carcelario de “esta ciudad o Municipio cercano”; expresando en el auto que se buscaba garantizar el acercamiento familiar (art. 42 de la C. P.) y proteger el estado de salud de RENDÓN HURTADO (f. 355). Posteriormente decidió oficiar nuevamente al Instituto de Medicina Legal para que ampliara el dictamen e indicaran si el estado de salud de ALIRIO DE JESÚS, era compatible con el encarcelamiento (f 361).

Con esta prueba finalmente el 26 de agosto de 2011, resolvió la solicitud de sustitución del encarcelamiento de ALIRIO DE JESÚS RENDÓN, en razón de sus padecimientos de salud que formuló su defensor, en la cual resolvió suspender la detención preventiva en establecimiento carcelario, de conformidad con el artículo 362 del C. de P. Penal (Ley 600 de 2000), dada la incompatibilidad del acusado con el deterioro de su salud que los médicos legistas certificaron; dispuso entonces, que RENDÓN HURTADO permaneciera en su residencia, mientras los galenos certifiquen acerca de la necesidad de continuar con esa medida, previa evaluación de la evolución de su salud, que se verificará cada 3 meses, También resolvió que debía depositar caución de $ 1.500.000., cumplir con las obligaciones consignadas en la diligencia de compromiso y como era una decisión de cumplimiento inmediato, expidió la boleta de suspensión del encarcelamiento con todas la precisiones que dijo hizo en el interlocutorio.

Sobre la decisión para ordenar el traslado de establecimiento carcelario, aclaró que allí no se estaba dando una orden de traslado a la ciudad o municipio cercano, ello dependía de las facultades del INPEC. Expuso que lo pretendido inicialmente ante tantas solicitudes de la defensa y del propio sindicado, era su  acercamiento familiar, en acatamiento del artículo 42 de la Constitución Política, que protege el derecho de todas las personas a tener una familia. Fue así como se dijo que el Director del INPEC tenía la facultad de trasladar a los detenidos y que si bien el artículo 58 de la Ley 1453 de 2011, en este caso, no era aplicable, por ser una norma posterior a este proceso que se rige por Ley 600 de 2000, se insistió en que si bien el Director tenía esa facultad, por esta Ley nueva, priman los derechos constitucionales de los internos, pero sobre esto aclaró que no era una orden para el Director del INPEC, sino simplemente una sugerencia, por eso en el auto se dijo “para que disponga lo pertinente a efectos de trasladar a ALIRIO DE JESÚS RENDÓN HURTADO a un centro carcelario de esta ciudad o Municipio cercano”. Diferente que en el Centro de Servicios Administrativos, se haya dado al auto la naturaleza de orden.
Sobre el hecho de no haber corrido el traslado consagrado en el artículo 254 del C. de P.P., indicó que en la actuación no se dio ese trámite, y no precisamente porque se tratara del señor RENDON HURTADO, sino porque desde que está de Juez Especializado, en caso de enfermedad, no se corre este traslado o por lo menos él no lo corre, en la medida que no se trata de una prueba para determinar responsabilidad o materialidad del delito; además este artículo está consagrado en el título VI que regula las pruebas relacionadas con lo que tiene que ver con el juicio, diferente a la que existía en el decreto 2700 de 1991, que expresamente disponía que en todos los dictámenes de peritos debía correrse traslado.
Por otra parte aseguró que losdictámenes de los médicos, se referían al estado de enfermedad de ALIRIO DE JESÚS RENDÓN HURTADO, y no una circunstancia suya para demostrar su responsabilidad, porque una enfermedad puede surgir igualmente en cualquier tiempo, de ahí que una prueba en este sentido no está supeditada a que su solicitud se haga dentro del término a que alude el artículo 400 de la Ley 600 de 2000.
Sobre el hecho de no haber tenido en cuenta las copias del proceso que en el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado cursaban contra el mismo procesado y dentro del cual se habían resuelto peticiones de similar identidad sobre la salud del interno, copias que se encuentran a folios 239 a 243 del cuaderno No. 8, expresó que no las solicitó de oficio, para decidir el caso concreto por cuanto no las necesitaba, que esas pruebas las solicitó en la audiencia preparatoria el defensor para corroborar que el estado de enfermedad de este señor no era sorpresivo. Por otra parte consideró que no estaba obligado a tener como criterio auxiliar para decidir, la negativa del Juez Segundo Penal del Circuito Especializado, él simplemente aplicó el artículo 362 de la Ley 600 de 2000, que en el numeral 3° refiere  al estado grave por enfermedad y previo el dictamen de los médicos oficiales.

En este mismo sentido dijo que la decisión la tomó con los conceptos de los médicos legistas, en el sentido que la enfermedad del acusado era incompatible con el encarcelamiento, acatando la Ley, por tanto, consideró no estar infringiendo el estatuto disciplinario porque obedeció el deber de los servidores públicos de cumplir no solo la ley y la Constitución, sino los tratados de Derecho Internacional humanitario, así como los demás ratificados por Colombia. Adujo que, por carecer de formación médica, no cree que sea sujeto disciplinable, porque el Juez tiene una cierta discrecionalidad para optar por la casa o por la clínica, tal como se consagró en la sentencia T -238 de 2011, según la cual la responsabilidad disciplinaria de Jueces y Magistrados no puede abarcar el campo funcional, esto es, lo que atañe a la autonomía en la interpretación y aplicación del derecho según sus competencias. 
Finalmente aclaró que el proyecto de boleta de suspensión de encarcelamiento se la llevaron a la Sala como a las 11:30 a.m., pero como no cumplía las exigencias, con su puño y letra la corrigió, no obstante fue el proyecto inicial, el cual no suscribió, el que se envió a la cárcel de Itagüí, mientras que el que suscribió pasó por fax al centro penitenciario a las 14:22 p.m. Esta situación confirma, según su versión, que existió algo oscuro en todo eso y que en gran parte se debe a las manifestaciones del Ejecutivo que públicamente pidió la investigación en su contra.

11. El Director del EPMSCAS ITAGÜÍ, el 26 de agosto de 2011, informó al Director General del INPEC, la novedad relacionada con el interno ALIRIO DE JESÚS RENDÓN HURTADO, mediante la cual el Juez Primero Penal del Circuito Especializado, ordenó la suspensión de la detención preventiva en establecimiento carcelario, de conformidad con el artículo 362 del C. de P.P., dada la incompatibilidad del mismo con el deterioro de su salud que los médicos legistas certificaron. 
En el mismo oficio, comunicó que al sustanciar la hoja de vida del interno RENDÓN HURTADO, figura que se encontraba detenido por cuenta del Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Medellín en el radicado 2011-00581, por el delito de Lavado de Activos.

Así mismo, advirtió que en la hoja de vida figura que el día 06/07/2010, el Juez Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Medellín, vigilaba la condena de 54 meses de prisión, en razón al proceso radicado 2010-4706, por el delito de Concierto para Delinquir, impuesta por el Juez Segundo Penal del Circuito Especializado de Medellín, pena confirmada por el Tribunal Superior de Medellín.   

Igualmente comunicó que en la carpeta del interno RENDÓN HURTADO, le registra el interlocutorio No. 1406 del 08/09/2010, mediante el cual el Juez Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Medellín, le revocó la Libertad Condicional concedida el día 06/07/210, ordenando que una vez cesen los motivos por los cuales se encuentra detenido, sea puesto a disposición del mencionado despacho judicial.
12. Como consecuencia de la negativa del Director del Establecimiento Penitenciario de Itagüí de dar cumplimiento inmediato a la decisión del Juez Primero Penal del Circuito Especializado de Medellín, el hijo de ALIRIO DE JESÚS RENDÓN HURTADO, invocó Acción Constitucional  Hábeas Corpus, la que le correspondió al Juzgado Sexto Administrativo del Circuito de Medellín, decidida mediante interlocutorio No. 0109, de fecha 29 de agosto de 2011, en el cual se negó el amparo impetrado por ALIRIO YUNIOR RENDÓN BEDOYA, por las razones expuestas en la parte motiva de la providencia. Este estrado judicial remitió copia del trámite de hábeas corpus y los anexos.

13.Mediante auto adiado 7 de septiembre de 2011, el Magistrado sustanciador dispuso escuchar en declaración a los médicos GUSTAVO MALDONADO CARDONA y FABIO AVENDAÑO AYALA, galenos adscritos al Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, quienes rindieron el dictamen que sirvió de fundamento para que el Juez tomara la decisión de suspender la detención preventiva en establecimiento carcelario, al procesado RENDÓN HURTADO.
14. En cumplimiento de lo anterior se escuchó en declaración a los médicos antes señalados, quienes sobre el dictamen pericial rendido manifestaron que como peritos deben conceptuar en términos de si el examinado se encuentra o no en estado grave de enfermedad o enfermedad muy grave incompatible con la vida en  reclusión, lo demás corresponde al Juez. Coincidieron en afirmar que el Director Seccional de Medicina Legal les advirtió no concluir si la enfermedad era compatible o no con la vida en reclusión. Concordaron igualmente en señalar que no conocen personalmente al Juez NAVALES DURANGO.
15. A estos peritos de Medicina Legal, posteriormente se les abrió investigación disciplinaria. En sus versiones reafirmaron “que la función que les asigna el reglamento, claramente, que es de obligatorio cumplimiento para nosotros, es decirle al juez si el examinado se encuentra o no en estado grave por enfermedad, y si esa condición es o no incompatible con la vida en reclusión. Nosotros lo hicimos, la ubicación del examinado no es competencia del médico legista, es una decisión que toma el juez de acuerdo con el concepto médico legal, pero además con base en otras consideraciones, señalará lo que más le convenga al examinado. Podrá decir si en la casa, o en un hospital o en otra cárcel. No se hizo ninguna recomendación al Juez, porque el reglamento lo prohíbe”.
16.En el trámite de esta investigación disciplinaria el doctor Pedro Emilio Morales Martínez, Subdirector de Servicios Forenses, dio respuesta a los interrogantes planteados por el Magistrado sustanciador respecto de los dictámenes periciales rendidos por los galenos Gustavo Maldonado Cardona y Fabio Avendaño Ayala.  En el tema relacionado a “si el proceder de los médicos disciplinados estuvo acorde a los protocolos establecidos para enfermedades que padece el paciente Alirio Rendón Hurtado, conforme a la comunidad médica científica y si los mismos se ajustaron a ellos indicando las normas que lo regulan”,realizó una evaluación del informe técnico médico legal del Estado de Salud número 2011C-03011513578. En esta evaluación se pudo establecer que el informe pericial se ajustó a la forma, es decir, se tuvo en cuenta los ítems a diligenciar en cada una de las partes del informe pericial, parámetros contenidos en el “Reglamento Técnico para determinación Médico Forense de estado de salud de persona privada de la libertad – Estado grave de enfermedad o enfermedad muy grave incompatible con la vida en reclusión formal – versión 01 de abril de 2009”.

En cuanto al contenido en la revisión técnica de la conclusión se lee “hoy, al momento del reconocimiento “ESTADO DE SALUD”, el señor Rendón se halla en buenas condiciones generales y asintomático coronario. Aunque evidencia niveles altos de ansiedad. A pesar de esto, y con base en la información disponible, el examinado se halla en “EN ESTADO GRAVE POR ENFERMEDAD”.

En opinión de la Subdirección de Servicios Forenses, hay una situación contradictoria en ésta conclusión, toda vez que el detenido no es un paciente sintomático coronario al momento del examen, ya que el mismo se hallaba estable, es decir que no presentaba signos de alarma tales como: disnea, sudoración, taquicardia o fatiga, pero se determina estado grave por enfermedad. 

Es importante anotar que el señor Rendón por historia clínica presenta antecedentes de una enfermedad coronaria (enfermedad de las arterias coronarias que nutren el músculo cardiaco), es una entidad que de acuerdo a su evolución es una enfermedad grave que puede comprometer la vida de un individuo en cualquier momento. Sin embargo al momento de la evaluación por los hallazgos del examen físico descrito el Señor Rendón no presentaba signos ni síntomas de una urgencia coronaria.
En cuanto a si el dictamen médico legal emitido por los investigados, cumplieron con el trámite y protocolo regular señalado para tal fin u obviaron situaciones relacionadas con su jefe inmediato, de quien dependen, si aquel tuvo conocimiento de la petición y práctica de dichos dictámenes y así como superior debía autorizar o avalar estos, el doctor Morales Martínez, expresó: El informe pericial no cumplió con todos los trámites y protocolos establecidos por el Instituto, en particular con lo dispuesto en la circular No. 02-2011 del 9 de febrero en el cual el numeral cuarto dispone: “Antes de que el dictamen sea impreso en papel de seguridad para ser enviado a la autoridad será revisado en las siguientes instancias según el caso: …En los casos valorados por los médicos peritos pertenecientes a las sedes de las Direcciones Regionales: por el coordinador del área de clínica forense quien podrá apoyarse en el Director Regional.

Por otra parte se tiene información verbal del Dr. Enrique Horacio Mejía, quien fungía como Director Regional (e) para la fecha de los hechos, que el mismo tuvo conocimiento del recibo de la solicitud, designó los peritos y conoció el informe final sin más
. 
17. Se realizó inspección judicial al expediente radicado con  No 05001310700220090000446, contra ALIRIO DE JESÚS RENDON HURTADO, por el delito de CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO, el cual se encuentra en el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Medellín, en diligencia celebrada el día 15 septiembre de 2011
.
18. El 16 de septiembre de 2011, el Juez que asumió la dirección del Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Medellín: “revocó la suspensión de la detención preventiva en establecimiento carcelario del procesado ALIRIO DE JESÚS RENDÓN HURTADO. Para ordenar en consecuencia, a la Dirección del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Máxima Seguridad de Itaguí, que proceda al traslado del señor Rendón Hurtado a ese centro de reclusión, y que se brinden las condiciones de bienestar que estén acordes con sus quebrantos de salud”
.
19. La Dirección Regional Bogotá – Grupo de Clínica Forense – en cumplimiento del requerimiento efectuado por el doctor GABRIEL FERNANDO ROLDÁN RESTREPO, Juez Primero Penal del Circuito Especializado de Medellín, informó “no se pudo realizar nuevo dictamen médico sobre el estado de salud del justiciable, por cuanto el señor RENDÓN no aceptó valoración médico legal, argumentando falta de garantías y por no confiar en el procedimiento que se va a realizar. Solicita la intervención de organismos internacionales. Situación que quedó plasmada por escrito de sus puño y letra en el formato de consentimiento informado.”

20. La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Antioquia, mediante providencia de fecha 30 de septiembre de 2011,dispuso el cierre de la investigación disciplinaria contra el doctor HUMBERTO DE JESÚS NAVALES DURANGO, acorde con lo preceptuado en el artículo 160 A de la Ley 734 de 2002, modificado por el artículo 53 de la ley 1474 de 2011
.  
21.El 24 de octubre de 2011, la Sala A quo, profirió pliegos de cargos al doctor HUMBERTO DE JESÚS NAVALES DURANGO
: “…como presuntamente responsable de un concurso homogéneo de faltas a la norma contenida en el numeral 1° del artículo 153 de la ley 270 de 1996, en concordancia con los artículos 6°, 29, 90, 228 y 230 de la Constitución Política; así como de los artículos 171, 232, 238 y 254 de la ley 600 de 2000; además con los artículos 16, 73, 78, 104, 105, 106 y 139 de la ley 65 de 1993; concordante además con los artículos 65 y 66 de la ley 270 de 1996, según lo preceptuado en el artículo 196 de la ley 734 de 2002. 

Presuntas faltas que se materializaron y sustentaron con los siguientes argumentos:

a)La conducta del investigado, de conceder permiso al acusado ALIRIO DE JESÚS RENDÓN HURTADO, para visitar a su señora madre que se encontraba enferma, en contra de la prohibición consagrada el parágrafo del artículo 139 de la ley 65 de 1993. “Lo anterior no cobijará a los internos sometidos a extremas medidas de vigilancia, a quienes registran antecedentes por fuga de presos, ni a los sindicados ni condenados por delitos de conocimiento de los jueces y fiscales regionales o del Tribunal Nacional”
b)La extralimitación en sus funciones, por presunta omisión del señor Juez HUMBERTO DE JESÚS NAVALES DURANGO, en la esfera de la competencia de la autoridad administrativa correspondiente, esto es, del Director de la Cárcel de Máxima Seguridad de Itagüí, en el entendido de que el investigado en su condición de Juez Primero Penal del Circuito Especializado de Medellín no gozaba de competencia a voces del artículo 16 de la Ley 65 de 1993, ni para ordenar, ni para sugerir el traslado del señor RENDÓN HURTADO, a un centro penitenciario de reclusión distinto al que se encontraba, por cuanto ello era competencia exclusiva del Director del INPEC.
c)Del dictamen médico forense, rendido por los galenos del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, no se corrió el traslado a los sujetos procesales, ordenado por el artículo 254 de la Ley 600 de 2000. Lo que siendo este una prueba obtenida en el marco del proceso penal, a la que debía dársele el trámite procedimental correspondiente, al abstenerse el investigado a dar cumplimiento a lo dispuesto por esta norma, presuntamente incurrió en una vulneración del debido proceso, motivo por el cual se le formula pliego de cargos por esta conducta.
d) Extralimitación entre lo pedido y lo concedido por el doctor HUMBERTO DE JESÚS NAVALES DURANGO, Juez Primero Penal del Circuito Especializado de Medellín. Efectivamente, el abogado HÉCTOR MANOLO PINZÓN GÓMEZ, el 18 de agosto de 2011, solicitó al Juez  lo siguiente: “Con el respeto de siempre acudo ante su digno despacho Honorable señor Juez, para solicitarle a favor del señor ALIRIO DE JESÚS RENDÓN HURTADO, la sustitución de la medida de aseguramiento de detención domiciliaria, conforme lo han dictaminado médicos del Instituto de Medicina Legal al establecer que el paciente se encuentra GRAVE POR ENFERMEDAD y que la misma, es incompatible con el encarcelamiento…”  
Lo pedido fue la sustitución de la medida de aseguramiento, y en su lugar el señor Juez, posiblemente excediéndose en sus funciones, procedió a:

“SUSPENDER la detención preventiva en establecimiento carcelario de ALIRIO DE JESÚS RENDÓN HURTADO, de conformidad con el artículo 362 del Código de Procedimiento Penal, dada la incompatibilidad del mismo con el deterioro de su salud que los médicos legistas certificaron”(folio 91 del cuaderno anexo 2). 

En este mismo sentido, omitió poner a disposición del Juez Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad al procesado, pues habiéndose suspendido el encarcelamiento debió, frente al requerimiento que mediante oficio obraba al expediente,dejarlo a su disposición. 
Por otro lado, el investigado desatendió presuntamente su deber de motivar su decisión, desbordando su autonomía e independencia, una extralimitación de sus funciones al omitir los requisitos que deben contener los dictámenes, y por desconocer el artículo 232 de la Ley 600 de 2000, al no constatar con certeza el estado de salud del procesado, situaciones por las cuales se advierten suficientes elementos de juicio para en ese momento procesal y como consecuencia de la culminación de la etapa de investigación, llamarlo a responder en juicio disciplinario.

De esta manera resultó también reprochable la conducta del doctor NAVALES DURANGO, por no respetar los derechos del acusado, que por su condición de persona privada de la libertad, estaba a cargo del Estado la prestación de los servicios de salud que requería para su tratamiento a través del INPEC, pues al no remitirlo a un centro hospitalario o clínica puso en riesgo su salud y su vida, además de exponer la estabilidad del Estado, que en caso de presentarse algún evento tenía la obligación de responder con su patrimonio.  
Dichas faltas se le dedujeron como GRAVÍSIMAS, atendiendo las voces del artículo 48 numeral 1°de la Ley 734 de 2002, presuntamente cometidas a título de DOLO, teniendo en cuenta el recaudo probatorio del cual se permite estructurar la intencionalidad en el proceder del Juez NAVALES DURANGO”
.

22. El disciplinado presentó sus descargos en un extenso escrito en el cualexplicó el porqué de cada una de las actuaciones o decisiones judiciales que adoptó. Inicialmente manifestó que la supuesta afrenta a la dignidad de la justicia obedece simplemente a que “la detención domiciliaria” se le otorgó a ALIRIO DE JESÚS RENDÓN HURTADO (a. “El Cebollero”), por ser un individuo que hace parte de una de las estructuras criminales más temidas del país. 

En ese orden, fue desarrollando cada una de las actuaciones procesales, desde cuando autorizó el traslado del interno RENDÓN HURTADO, a visitar a su señora madre que se encontraba en grave estado de enfermedad, aclarando que fue su antecesor el que inicialmente había autorizado dicha visita, pero él la mantuvo por razones humanitarias, condicionada a las circunstancias de seguridad que echa de menos, el Director de la Cárcel de Máxima Seguridad de Itagüí.
Respecto de la síntesis que se hizo en el pliego de cargos de la inspección judicial, debió expresarse también la constancia del 11 de abril de 2011, en la cual se afirma que el radicado 2011-00581, se recibió por reparto del Centro de Servicios y que el procesado ALIRIO DE JESÚS RENDÓN HURTADO, se encontraba a disposición en la Cárcel de Máxima Seguridad de Itagüí, lo cual era importante para que no se piense, ni se siga pensando que buscó la manera de que se le asignara dicho proceso en pro de su “cometido”, que a decir del pliego de cargos era buscar que los galenos oficiales determinaran la incompatibilidad de la enfermedad de ALIRIO DE JESÚS con el encarcelamiento. 

Sobre este mismo tema, realizó varias críticas a lo que en su sentir se debió de consignar en la diligencia de inspección judicial al expediente mencionado, como que el 26 de agosto, el Juez Primero Penal del Circuito Especializado de Medellín resolvió la solicitud de sustitución de la medida de aseguramiento de detención preventiva por detención domiciliaria, pero “en vez de lo pedido por la defensa”, suspende la detención preventiva del encausado “con fundamento en grave enfermedad incompatible con la vida en reclusión”.

Respecto de las demás constancias que el Magistrado dejó en relación con el comportamiento de su auxiliar, TATIANA VÁSQUEZ GÓMEZ, es ella quien debe explicar o aclarar los motivos de tan infortunados malos entendidos que dieron al traste con su presunción de inocencia, reputación, probidad, buen desempeño y empleo.

Consideró que el cargo por desconocer el artículo 153-1 de la Ley 270 del 96, al no respetar, cumplir, y dentro de la órbita de su competencia, hacer cumplir la Constitución, las leyes y los reglamentos, al presuntamente omitir lo preceptuado en el parágrafo del artículo 139 de la Ley 65 de 1993 que limita la concesión de los permisos excepcionales estableciendo que “no cobijará a los internos sometidos a extremas medidas de vigilancia, a quienes registren antecedentes por fuga de presos, ni a los sindicados y condenados por los delitos de conocimiento de los jueces y fiscales regionales o del Tribunal Nacional”. Considera que la Ley 504 de 1999, por medio de la cual se crearon los Juzgados Penales de Circuito Especializados, abolió en su totalidad la vigencia de los Jueces y Fiscales Regionales, y en este sentido “cualquier referencia interpretativa para extender la prohibición de dicho parágrafo en relación con los Jueces Penales del Circuito Especializados conculca las reglas de validez y aplicación de las leyes y, de paso, los artículos 4° y 230 de la Constitución”.
Ahora, respecto al cambio de establecimiento carcelario, consideró “que del contenido del auto que profirió puede interpretarse como una sugerencia, si se tiene en cuenta que fuera de garantizar el acercamiento familiar del interno, su estado de salud podría agravarse con los frecuentes cambios de reclusión, además que la proximidad familiar tiene la virtud de hacer más soportables las enfermedades por el apoyo y el calor humano que suelen brindar los parientes cercanos”.

No obstante lo anterior, indicó que como se le endilga falta disciplinaria gravísima, por extralimitación de funciones, pues se considera que se entrometió en la esfera de competencia de las autoridades penitenciarias y carcelarias, acude al tenor literal del inciso segundo del artículo 16 de la Ley 65 de 1993 y a los artículo 21 y 22 ibidem, para sostener que las autoridades judiciales pueden sugerir u ordenar al INPEC el traslado de los internos, en este caso el de ALIRIO DE JESÚS RENDÓN HURTADO. Luego,no incurrió en ninguna falta por acción u omisión o extralimitación de funciones.
Sobre su omisión de no correr el traslado del dictamen rendido por los médicos legistas GUSTAVO MALDONADO CÓRDOBA y FABIO AVENDAÑO AYALA, relacionado con la enfermedad del ciudadano ALIRO DE JESÚS RENDÓN HURTADO, señaló “que tal como lo expresó en la versión libre, la jurisprudencia insiste en indicar que el traslado del artículo 254 del C. de P.P. no es obligatorio, porque en últimas no causa ningún agravio a los sujetos procesales. Si ello es así, mal puede aducirse transgresión del orden jurídico”. Para apoyar su argumento el disciplinado citó y transcribió apartes de jurisprudencias de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia.
Indicó además que el trámite del traslado podría durar 27 días hábiles y mientras tanto, se preguntó ¿qué hacer con la persona enferma que se encuentra privada de su libertad? 

Entonces, si acorde con la jurisprudencia de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia si la falta de traslado del dictamen médico es una irregularidad menor o insustancial, que por tanto no alcanza a socavar el debido proceso ni el derecho de defensa, mal se hace en calificar dicha omisión como falta disciplinaria y, además gravísima, pues el anterior ejercicio hermenéutico respecto de este aspecto es actividad propia de la autonomía funcional.
En este orden, consideró que si la falta de traslado de los dictámenes periciales es fundamental y contraría el debido proceso u otras garantías constitucionales, el juez que resolvió los recursos que interpusieron la Fiscalía y el Procurador Judicial contra la suspensión de la detención preventiva, esto es, el doctor GABRIEL FERNANDO RONDÁN RESTREPO, debió primero anular la actuación para corregir dicha omisión, sin embargo no lo hizo.
Así mismo, reparó que en la audiencia preparatoria, los sujetos procesales se dieron cuenta de la existencia del dictamen de medicina legal y ninguno se pronunció al respecto. Luego, como dice la Corte, no tenían ningún interés o motivo en su contradicción. En tal sentido, calificó que esta actuación no constituye falta disciplinaria, pues se trata de una actividad propia de la autonomía funcional, que lejos está del Código Disciplinario.
Después de discurrir en los alcances y objetivos del reglamento técnico de los procedimientos que deben cumplir quienes participan en el proceso de determinación médico forense de “Estado de Salud”, recalcó nunca haber  orientado su comportamiento a inducir a los médicos en error, como se desprende de la motivación del pliego de cargos en el sentido de que ese era su “cometido”, al solicitar la ampliación del dictamen pericial.  
Más allá del alcance y objetivos del Reglamento de Medicina legal, estimóque el mismo va dirigido exclusivamente al personal médico adscrito al Instituto Nacional de Medicina Legal y no a otras entidades públicas o funcionarios estatales, como mal se interpretó por la Sala que lo disciplina, al considerar que su aplicación le era exigible cuando no tiene el título de médico. En este contexto calificó de ilógico que en este particular caso se le obligue a acatar la Resolución 00524 de 2009 y mucho menos la Circular 2 de 2011, referida en el pliego de cargos. 

Reconoció que la decisión del 26 de agosto, la soportó en varios dictámenes médicos oficiales, dos adscritos al Instituto Nacional de Medicina Legal y  otro a Caprecom-Inpec, no obstante haber sido evaluado anteriormente y en varias oportunidades  por médicos legistas, lo cual atendió a que el estado de salud es variable. Por tanto, no podía sustentar o soportar su decisión en dictámenes anteriores. Con todo, los mismos eran indicativos de que la enfermedad no se dio intempestivamente.  
También estimó, “que previo a esta decisión, tuvo en cuenta la firmeza, precisión y calidad de los fundamentos de los dictámenes, la calidad de quienes los suscribieron –el médico oficial y los peritos médicos forenses de Medicina Legal-, los cuales por rendirse bajo la gravedad del juramento, que se entiende prestado por el hecho de la firma, por lo que debía darles la credibilidad debida, en la medida que no había otro elemento de juicio que permitiera contrariar dicho concepto, es decir, que ese estado de salud no correspondía con la realidad, máxime si ni la fiscalía ni el Ministerio Público repararon en la autenticidad o veracidad durante el trámite procesal, pese a su conocimiento directo de las múltiples solicitudes del procesado tendientes a que se le reconociera la prevalencia de sus derechos fundamentales, entre ellos el de mayor raigambre constitucional como la vida”
En otros términos, estimó que valoró en conjunto el abundante material probatorio que sirvió de sustento para determinar la procedencia de la suspensión de la detención en procura de salvaguardar los principios y derechos fundamentales del sindicado, conforme a la doctrina constitucional y las normas que regulan la especial condición de persona gravemente enferma.

De este modo concluyó, que en el Estado Social y Democrático de derecho todas las autoridades públicas deben velar por los derechos y principios constitucionales. Por ello la suspensión o la sustitución de una medida preventiva de aplicación actual constitucional y legal. De ahí la vigencia de los artículos 1, 362 y 471 de la Ley 600 de 2000; 1, 314 y 461 de la Ley 906 de 2004; 68 de la Ley 599 de 2000 y 5,75,104, 105 y 106 de la Ley 65 de 1993, para atender, entre otras, las previsiones 1,11, 12, 13, y 49 de la Constitución, normas de obligatorio cumplimiento.
De este modo reparó: Si se niega el reconocimiento de los derechos del procesado y se desatiende las normas legales y la doctrina constitucional aplicable, no solo se prevarica, sino que se pone en riesgo el patrimonio económico del Estado y el suyo. Al contrario, si a sabiendas de queel Estado no logró garantizar durante largo tiempo la atención en salud y las condiciones necesarias en el interior del reclusorio, se accede a su reconocimiento conforme a la constitución y la ley también se pone en riesgo la vida del ciudadano y el patrimonio económico del Estado y por ende se incurre en falta disciplinaria. Entonces, ¿qué opción tiene el Juez?
En igual sentido advirtió “la contradicción y ambigüedad en los cargos 4 y 5 si Rendón Hurtado se encontraba en buen estado de salud, como lo asegura la Sala Disciplinaria, no entiende cómo podía conculcarse su derecho a la salud con el traslado a su casa para reprocharle que de paso puso en riesgo el patrimonio económico del Estado”.  Observó “que si no hubiese atendido la solicitud de suspensión o sustitución del encarcelamiento por grave enfermedad, y por desgracia se muere el mismo en el penal, seguramente, ahí sí, ninguna de lasautoridades que públicamente lo tildaron de deshonesto y corrupto, habría puesto en duda la veracidad ni la credibilidad de los dictámenes para hacerlos valer en su contra”.
Por eso mismo, señaló sobre el principio de confianza, al cual se refirió en la versión libre es el que permite que las sociedades modernas sean funcionales, en la medida que sus miembros esperan que los demás obren y cumplan sus funciones con la confianza recíproca de que los otros actúan de igual modo.

Sobre el pliego de cargos y las faltas disciplinarias que se le imputaron a título de dolo, manifestó: afirmar dolo es afirmar intención y afirmar intención es buscar un fin. Por ello es necesario dejar plenamente establecido dentro del proceso disciplinario cuál fue la finalidad del disciplinado al adoptar las decisiones, que en criterio de la Sala constituyen faltas gravísimas. En este sentido se refirió a los cargos los cuales terminaron por imputarse por haber otorgado al justiciable permiso para que visitara a su madre enferma; haber ordenado el traslado del interno a otra cárcel; no constatar y establecer la veracidad del estado de gravedad del ALIRIO DE JESÚS RENDÓN HURTADO; no constatar las condiciones en que se venía desenvolviendo la detención el procesado; haber dispuesto la suspensión del encarcelamiento en su residencia en lugar de una clínica; con lo que puso en riesgo no solo la salud del acusado, sino también el patrimonio del Estado ; igual sucedió con la providencia que motivó la apertura de la investigación. 

Del primer cargo dijo que la finalidad de dicho permiso, concedido inicialmente por el doctor BEDOYA CARDONA, y ratificado por él, además de brindar garantía de respeto por la dignidad humana (art. 5° Ley 65 de 1993), no tenía vocación de incumplimiento del artículo 139 ídem, pues, en su criterio, el parágrafo de dicha norma fue derogado por la Ley 504 de 1999 como lo afirmó en precedencia. Por eso no existió intención dañina o dolosa de su parte, como lo ha sostenido la Sala, pues aplicar la ley conforme a la interpretación constitucional y legal es actividad funcional del juez, más cuando históricamente los fundamentos para su trabajo hermenéutico son de raigambre doctrinario y jurisprudencial. 

Sobre el segundo, relacionado con la orden de traslado del acusado a una reclusión de Medellín o municipio cercano, lo cual era competencia del INPEC, adujo que no era cierto que adecuó su conducta a una descripción típica, como el prevaricato, para que asimismo la falta se calificara de gravísima. En primer término, porque una resolución por ser norma de menor jerarquía, no puede contrariar la ley. En segundo lugar, el inciso segundo del artículo 16 y demás disposiciones de la ley 65 de 1993, que se refieren al caso, vale decir los artículos 21, 22,73, 74, 75, facultan al funcionario judicial para sugerir u ordenar traslados de internos detenidos y aun de condenados. 

Así las cosas, expresó que la finalidad única y legítima que orientó la decisión de fecha 1 de agosto, que se le cuestiona, fue responder, como era su deber una petición legal y legítima de la defensa.

Al tercer cargo, por presuntamente violar el debido proceso de los sujetos procesales, por no haber dado traslado de los dictámenes médicos del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, de los doctores GUSTAVO MALDONADO y FABIO AVENDAÑO. Tal como lo explicó en precedencia, es algo irrelevante, como en efecto lo ha reiterado la Corte Suprema de Justicia, que no alcanza a resquebrajar las reglas del debido proceso, por el contrario, dadas las circunstancias concretas, el manejo informal de estos instrumentos de conocimiento, ajenos por completo al objeto del proceso penal, lo cual es determinar sus autores, garantiza más rápido y de mejor manera la adopción de decisiones legales y con sentido de justicia, valor cuyo acceso no se le puede negar ni restringir a quien ha delinquido, mucho menos si está privado de su libertad, pues esa condición no le arrebata sus demás derechos inalienables, como la vida, la dignidad, la salud. 

Así, en el caso concreto, por ejemplo, la controversia de ese instrumento se ejerció mediante  los recursos ordinarios de reposición y apelación, sin cuya resolución, incluso, como lo afirmó el Juez Roldán Restrepo, se podría presentar otros exámenes, dada la variación del estado de salud que, tal como lo afirmó en la versión, no parece ser un estado sino una circunstancia.

En conclusión, dijo que si la falta del traslado del dictamen médico constituye una irregularidad insustancial que no conculca el debido proceso, mal puede verse en su conducta una descripción objetiva de un tipo penal, concretamente el prevaricato, por tanto, tampoco puede constituir falta disciplinaria gravísima.

En cuanto al cargo de haber suspendido a ALIRIO DE JESÚS RENDÓN HURTADO la detención preventiva en establecimiento de reclusión, dado su grado de enfermedad certificada por médicos legistas. Dijo que en tal sentido tenía un marco de discrecionalidad, protegido por la autonomía y la independencia, en la medida que lo que lo vinculaba al dictamen era la incompatibilidad del encarcelamiento con la grave enfermedad del procesado. Ello de ninguna manera contraría la juridicidad, pues, el inciso segundo del artículo 362 de la Ley 600 de 2000, deja al juez la potestad de decidir entre domicilio o clínica u hospital. 

Finalmente consideró, que su actuación investigativa debe quedar en manos de la justicia penal, ya que según reiterados pronunciamientos de la Corte Constitucional, es competente para asumir la respectiva investigación. 
22.Mediante auto del 1° de marzo de 2012, se declaró precluido el periodo probatorio y de conformidad con el artículo 169 de la ley 734 de 2002, adicionado por el artículo 55 de la ley 1474 de 2011, se ordenó correr traslado a los sujetos procesales, por el término de 10 días, para presentar sus alegatos de conclusión. 
23. El procurador Judicial 128 II Penal, en escrito presentado el 20 de abril de 2012, emitió su concepto en el proceso de la referencia, reclamando la absolución del disciplinado por todos los cargos formulados. En cuanto al primer cargo, señaló que se debe abordar atendiendo al principio de legalidad, en el sentido que es partidario de la tesis de que con la creación de los Juzgados Penales del Circuito Especializados quedó derogada la vigencia de los que se llamaron Jueces y Fiscales Regionales, por lo que considera equivocado el cargo imputado al disciplinado, por la no aplicación del parágrafo del artículo 139 de la ley 65 de 1993, en razón, que al fenecer la Justicia Regional, aplicarlo es contrario a derecho. Al segundo cargo, también pidió la absolución; sobre el tercer cargo, consideró que de acuerdo con la jurisprudencia el traslado que señala el artículo 254 del C.P.P. por no causar ningún agravio a los sujetos procesales, no puede constituir falta disciplinaria gravísima, además el traslado puede conllevar un riesgo mayor que podía ser fatal, ante la gravedad del estado de salud del procesado; respecto al cuarto cargo, se pronunció aduciendo que la resolución 00524 de 2009 del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, establece las pautas, procedimientos y los protocolos que se exigen únicamente a los  médicos oficiales para determinar el estado de salud de los reclusos, y por tanto es un acto administrativo que tiene como destinatario directo al personal médico adscrito a la entidad y no va dirigido a ningún otro tipo de funcionario. Sobre el último cargo, consideró que al disponer al interior del proceso radicado 2011-00581, en el proveído del 26 de agosto de 2011, suspender la detención preventiva en establecimiento carcelario de ALIRIO DE JESÚS RENDÓN HURTADO y en efecto enviarlo a su lugar de residencia, en su criterio no se trata de una extralimitación entre lo pedido y lo concedido, porque el artículo 68 del Código Penal –Ley 599 de 2000 y el numeral 3 del artículo 362 de la ley 600 de 2000 conceden al Juez la potestad de decidir entre el domicilio, clínica u hospital, y que si el Juez tomó la decisión de enviar al procesado al domicilio es potestativo de él.

Concluyó que las conductas enrostradas al doctor NAVALES DURANGO gravísimas a título de dolo, no están demostradas y por el contrario, la defensa con sus argumentos logró probar que la actuación del Juez fue correcta. 
24. El doctor ROMÁN ELÍAS TAMAYO MUÑETÓN, mediante escrito del 20 de abril de 2012, presentó alegatos de conclusión, con los que pretende que su defendido sea absuelto de los cargos imputados. Sobre el primero y segundo cargo, se manifestó en forma similar a los argumentos esgrimidos por el Ministerio Público; en cuanto al tercer cargo, expuso que el artículo 254-2 de la ley 600 de 2000 exige el traslado de los dictámenes, pero se torna inocuo frente a las garantías de los sujetos procesales, máxime cuando se trata de un dictamen que no tiende a resolver asuntos de fondo del proceso, sino aspectos meramente incidentales.
En relación con el cuarto cargo, adujo que vulnera el principio “non bis in idem”, porque se finca sobre las mismas conductas que dieron lugar a imputar las demás faltas, razón por la cual, se estructura la causal de nulidad por la violación del debido proceso. En cuanto a que el funcionario desconoció presuntamente el reglamento del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, sostuvo que las resoluciones, vinculan a los médicos encargados de rendir los dictámenes sobre el estado de salud de una persona privada de la libertad y no a los funcionarios judiciales; en relación a la posible “extralimitación entre lo pedido y lo concedido”, acotó que el disciplinado corroboró que el estado de salud del procesado era incompatible con el encarcelamiento, por lo que procedió a separarlo del medio donde podía agravarse e incluso perder la vida. Por último, señaló que haber enviado a RENDÓN HURTADO a su residencia y no a un hospital o clínica, era una facultad que la ley le otorgabaal funcionario judicial, por lo tanto, exigirle que lo debía enviar a una clínica u hospital era invadir la órbita de su competencia. Por los motivos anteriormente expuestos solicitó que su defendido fuera absuelto de todos los cargos.

25. El disciplinado también presentó alegatos de conclusión, en los que se refirió en los mismos términos en que se pronunció en el documento de descargos, en los cuales solicitó su absolución.
DE LAS PRUEBAS

A más de los medios de prueba relacionados en el acápite anterior, se recepcionaron los testimonios solicitados por el disciplinado, los cuales fueron compendiados por la Sala de instancia:

· La doctora ELCY ANGEL CASTRO, manifestó que el día 26 de agosto entre las 4:30 y 5:00 p.m., en la cafetería de la sede de postgrados de la Universidad de Antioquia vio al doctor  NAVALES, lo cual fue confirmado por el Magistrado de la Sala Civil MARTÍN AGUDELO.

· El doctor, GABRIEL FERNANDO ROLDÁN RESTREPO, juez nombrado para reemplazar al suspendido doctor NAVALES DURANGO, señalóinicialmente que lo que podía afirmar respecto del debate, había quedado consignado en su carta de dimisión del cargo y en la providencia que revocó la decisión de la suspensión de detención de REDÓN HURTADO adoptada por el ahora disciplinado
. 
· La doctora GLORIA STELLA LÓPEZ JARAMILLO, dio cuenta que el día 26 de agosto de 2011, ante la insistencia de los medios de comunicación para obtener información respecto de la decisión adoptada por el Juez Primero Penal del Circuito Especializado de Medellín, se comunicó a ese juzgado donde le informaron que el juez no podía atenderla y más tarde que no se encontraba y no contaban con autorización para entregar los documentos solicitados.

· El doctor OSCAR HUMBERTO BEDOYA CARDONA, quien se desempañaba como Juez Primero Penal del Circuito Especializado de Medellín –encargado- para el 13 de abril de 2011, cuando se recibieron las diligencias radicadas bajo el No. 2011-00581, contra RENDÓN HURTADO, expuso que el detenido le presentó una solicitud para visitar a su madre enferma, la cual negó inicialmente, pero como le aportaron prueba de la aludida enfermedad lo autorizó por el término de dos horas, pero al parecer esto fue mal interpretado por la empleada encargada de elaborar el oficio, quien tal vez por inexperiencia, al elaborar el oficio indicó que él accedió a la solicitud, cuando él no lo había hecho. Advirtió una discordancia entre la supuesta orden por él emitida el 27 de mayo de 2011 y la contenida en el auto del 10 de junio de 2011 del doctor NAVALES DURANGO, porque él no dio ninguna orden para que trasladaran a RENDÓN HURTADO, sino que derivó esa responsabilidad por las máximas condiciones de seguridad del interno y para que visitara a su progenitora que se encontraba hospitalizada y no a su sitio de residencia sino a la clínica.

· ALIRIO DE JUSÚS RENDÓN HURTADO, sindicado dentro del proceso radicado 2011-00581, en la diligencia de testimonio aportó una serie de documentos que se interpolaron de folios 1077 a 1082, y expresó que en los procesos que ha enfrentado se le han vulnerado sus derechos fundamentales, particularmente el de la salud, dado que se le han negado las condiciones para hacerse una cirugía que requiere y a la que no se somete sino se le garantiza un post-operatorio adecuado
.
· El doctor JULIO MARIO HURTADO, médico forense del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, expuso lo que consta sobre los hechos objeto de investigación
.

· El doctor RODRIGO FERNANDO VALENCIA RESTREPO,  Juez 10 Penal del Circuito de Medellín, indicó que durante la etapa del juicio, suponiendo que se solicite una prueba de ese orden –dictamen médico legal-, en la audiencia preparatoria se da a conocer, dado que Medicina Legal en la ley 600 / 2000 es una entidad adscrita a la Fiscalía General de la Nación y en esa fase de juicio la fiscalía es un sujeto procesal más, entonces esa es una manera de responder frente a los dictámenes periciales y su correspondiente traslado para que la otra parte o los otros sujetos procesales hagan las observaciones, aclaraciones y objeciones. Precisó que la suspensión de la medida de aseguramiento se puede solicitar en cualquier momento mientras no haya una sentencia condenatoria en firme, pero como en la Ley 600 todo es escrito las partes acuden constantemente a revisar el expediente y se hace todo de manera escrita o a través de estados en sus correspondientes traslados porque los sujetos procesales tienen un constante acceso al expediente
.
· El doctor GUSTAVO PINZÓN JÁCOME, Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Medellín, expuso que en tal condición conoció los aspectos relacionados con las medidas sustitutivas de la pena, pero la detención es un aspecto que no se trata en esa etapa procesal aunque los requisitos para concederla en muchos aspectos son los mismos; no existe norma ni en la ley 906, ni en la ley 600 de 2000, indicativa de que los dictámenes médicos para determinar el estado de grave enfermedad hay que correrles traslado, porque en ejecución de penas el proceso no tiene partes propiamente dichas y solo hay un sujeto procesal permanente que es el Ministerio Público; que para resolver dicha solicitud, siempre se debe tener un dictamen médico donde se determine la grave enfermedad de la persona privada de la libertad. Agregó que conoce la resolución 524 del Instituto de Medicina Legal y la circular 002 de 2011, porque como Juez de Ejecución de Penas, debe estar enterado de muchas normas administrativas tanto del INPEC como de Medicina Legal, aunque las mismas van dirigidas a los funcionarios de esa entidad.

· El doctor GILBERTO VILLA VALLEJO, Juez Segundo Penal del Circuito de Medellín, manifestó que la providencia del 26 de agosto de 2011, se refiere a una suspensión de la privación de la libertad en establecimiento de reclusión y a la vez se ordena que la misma se haga efectiva en el lugar de residencia o domicilio del procesado; hay dos formas de suspender o sustituir el encarcelamiento, la primera cuando la persona está privada de la libertad en cumplimiento de una condena, en cuyo caso se habla de sustitución de la pena privativa de la libertad por la prisión domiciliaria y en la segunda, cuando la persona aún no ha sido condenada y entonces se encuentra privada de la libertad en cumplimiento de una medida de aseguramiento en establecimiento de reclusión; en este caso opera la denominada sustitución de la detención en establecimiento de reclusión por el lugar de residencia, clínica u hospital de un detenido a quien se le ha evaluado que sufre una enfermedad grave e incompatible con el lugar de reclusión.

· El doctor HÉCTOR MANOLO PINZÓN GÓMEZ, quien para la fecha de los hechos ostentaba la defensa contractual del señor ALIRIO DE JESÚS RENDÓN HURTADO, en el proceso radicado 2011-00581, adujo que conoció al disciplinado con ocasión del proceso penal que adelantaba contra el señor RENDÓN HURTADO, donde el fungía como apoderado; que durante el transcurso del proceso realizó dos solicitudes, una para que su defendido pudiera visitar a su madre enferma en su residencia y la segunda, fundada en la realidad médica del procesado, por la que solicitó la suspensión de la detención preventiva, en razón a que existía entre 7 y 8 reconocimientos médicos indicativos que su estado de salud era incompatible con el encarcelamiento. Se pedía que se le garantizara el post operatorio y al decidir el juez NAVALES DURANGO en ese sentido en la providencia del 26 de agosto de 2011, no necesitaba mayor motivación; además, la formalidad del traslado de los dictámenes no es necesaria en estos casos
.
· Los doctores LUIS EDUARDO MUÑOZ PERDOMO, WILLIAM FAUSTO CÁRDENAS ÁVILA y ÓSCAR ARMANDO SÁNCHEZ CARDOZO, médicos legistas, se ratificaron en el contenido del dictamen rendido el 30 de septiembre de 2011 por solicitud de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Antioquia
.
· El doctor GERMÁN ALBERTO CADAVID RESTREPO, Director Seccional de Medicina Legal, precisó que los dictámenes rendidos por los médicos legistas el 29 de julio y 12 de agosto de 2011 cumplen los protocolos exigidos por Medicina Legal
.
· BEATRIZ ELENA GALLO SAENZ, escribiente adscrita al Centro de Servicios de los Juzgados Penales del Circuito Especializados de Medellín, expresó que le ordenaron realizar un documento relacionado con el proceso del señor RENDÓN y del cual no recuerda el nombre y las respectivas comunicaciones, cree que era la diligencia de compromiso y oficio que firmaba el Juez diciendo que se le concedía la sustitución del encarcelamiento siempre y cuando no fuera requerido por ninguna autoridad. Sostuvo que los escritos que ella proyecta se los corrigen incluyendo los referidos anteriormente y que ella luego de las correcciones los pasaba nuevamente a la firma del Juez
.

· La doctora NATALIA QUINTERO GALVIS, dijo que el 26 de agosto de 2011 acudió a la Facultad de Derecho de la Universidad de Antioquia donde realiza una Especialización en derecho Penal y que a las 4:30 de la tarde aproximadamente se encontró con el doctor NAVALES quien también estudiaba en dicha institución, que se dirigieron a la cafetería y allí se contactó con la Dra. ELCY ANGEL CASTRO Magistrada de la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Antioquia y con el Magistrado de la Sala Civil, el doctor  MARTIN AGUDELO, que cruzaron algunas palabras y regresaron a clase al módulo dictado por el doctor ARMANDO CALLE CALDERÓN. En la noche el doctor NAVALES habría recibido una llamada del doctor ARNULFO, Director Seccional de Fiscalías, para darle un recado del Ministro para que recibiera una comisión médica que venía de Bogotá el día sábado siguiente, para efectos de que cambiara la decisión referente a una suspensión de una detención preventiva que concedió a “El Cebollero”, a lo cual se negó el funcionario.En cuanto se refiere a los hechos por los que se disciplina al funcionario, consideró que estaba facultando para otorgar el permiso al sindicado RENDÓN HURTADO para visitar a su madre, además que la norma contenida en el artículo 139 del parágrafo único de la Ley 65 de 1993 había sido derogada por la Ley 504 de 1999; igualmente, que no era obligación correr el traslado de los dictámenes de Medicina Legal porque ellos no constituyen prueba para determinar responsabilidad; en cuanto a la motivación de la decisión considera que eso corresponde a la autonomía funcional del Juez
.
· El doctor DAVID VANEGAS GÓNZALEZ, Juez Tercero  Penal del Circuito Especializado de Medellín, manifestó que el régimen penitenciario Colombiano establece que son las autoridades carcelarias las que otorgan permisos como el concedido por el Juez disciplinado, pero se debe analizar desde la experiencia funcional y en los aspectos normativos.

· El doctor ARNULFO DE JESÚS SERNA GIRALDO, indicó que el viernes 26 de agosto de 2011, recibió en la tarde una llamada del nivel central de la Fiscalía y otra del Director del INPEC, que a través de la primera el doctor NESTOR ARMANDO NOVOA VELÁSQUEZ le preguntó si conocía al doctor NAVALES y le pidió que lo contactara para que al día siguiente recibiera una comisión médica de medicina legal procedente de Bogotá, que estaban interesados en hablar con él en relación con la decisión que había tomado en el caso de “El Cebollero”. Sobre la segunda llamada, el Director del INPEC le manifestó su angustia con la decisión que él estaba avocado a cumplir y que básicamente tenía dudas jurídicas en relación con el cumplimiento de la orden, desconociendo obviamente los detalles del caso y de la decisión.

· El doctor NICOLÁS ALBERTO MOLINA ATEHORTÚA,  Juez 16 Penal del Circuito de Medellín, sobre la decisión de suspender la detención preventiva de una persona por su estado de enfermedad, manifestó que para ello hay que establecer que esa persona se encuentre en estado grave por enfermedad incompatible con el lugar de reclusión formal a través de un concepto especializado que no es otro que un médico oficial o del médico legista, advirtiendo que la Ley 600/2000 tiene una tendencia marcada hacia la oficiosidad; sin embargo, como la norma exige la acreditación de un hecho y una prueba taxativa, piensa que debe mediar al menos una petición, para que el juez se entere de ese hecho. Indicó que allegada la prueba, el juez debe valorar y si lo convence adopta la decisión sin dar traslado dela misma, pues es provisional y accesoria, el Código no le exige la contradicción a ese informe porque queda la posibilidad de la revocatoria de la medida, como quiera que se pueden hacer otros exámenes tendientes a establecer si perdura o no el estado de gravedad dictaminado.

· El doctor SANTIAGO LAVERDE GONZÁLEZ, médico que realizó dictamen al señor RENDÓN el 20 de enero de 2010, adujo que la conclusión a que se llegó era que al momento del examen presentaba hipertensión arterial, dislipidemia, enfermedad arterial coronaria de dos vasos, historia familiar de infarto, angina inestable de alto riesgo, insuficiencia de válvulas cardiacas mitral y tricúspide, alto riesgo cardiovascular y se encuentra en estado grave por enfermedad incompatible con la vida en reclusión formal, requiriendo manejo intrahospitalario o ambulatorio según la periodicidad que indique el médico cardiólogo tratante; que los dictámenes de los estados de salud, así como dictámenes de responsabilidad médica son siempre enviados a revisión por un nivel jerárquico mayor que evalúa si están acordes al protocolo o si tienen alguna sugerencia.

· NAZLY TATIANA VÁSQUEZ GÓMEZ, auxiliar del Juzgado Primero Especializado de Medellín, expresó que como auxiliar simplemente acata las órdenes del titular del despacho donde labora; en cuanto a la razón de por qué había enviado al señor RENDÓN a la casa y no a un hospital considera que corresponde al criterio del juez porque el legislador le da esa potestad. Considera que el disciplinado es una excelente persona, provisto de valores como la honestidad, lealtad, responsabilidad.

· El doctor IVÁN DARIO CATAÑO VÁSQUEZ, adujo que el doctor NAVALES le dijo que recibió una llamada del Director de Fiscalías quien le manifestóque lo había llamado un Ministro diciéndole que tenía que revocar esa decisión. Luego aseveró que fue seguido por una extraña camioneta después de que había almorzado con el disciplinado en un centro comercial.

· El doctor GABRIEL FERNANDO ROLDÁN RESTREPO, Juez que reemplazó al doctor NAVALES una vez fue suspendido, precisó que la decisión de revocar el proveído del 26 de agosto de 2011, acorde con el recurso interpuesto por el Ministerio Público se había basado en la constatación de que los fines de la suspensión no se habían cumplido; consideró que para tal decisión el artículo 362 numeral 3° del C. P.P., impone al funcionario judicial la obligación de evaluar si conforme al dictamen médico oficial el interno se halla en estado grave por enfermedad, a fin de determinar si debía permanecer en su domicilio o en otro sitio.

LA SENTENCIA APELADA
El 14 de mayo de 2012, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria de Antioquia, produjo sentencia disciplinaria en contra del Juez Primero Penal del Circuito Especializado de Medellín doctor HUMBERTO DE JESÚS NAVALES DURANGO, al encontrarlo responsable por la incursión en las infracciones descritas en los cargos 1, 3 y 4, por vulnerar reiteradamente el numeral 1° del artículo 153 de la ley 270 de 1996 con varias acciones u omisiones (art. 47-2 ley 734 de 2002), con lo cual infringió los artículos 6, 29, 90, 228 y 230 de la Constitución Política; los artículos 171, 232, 238 y 254-1 y 2 de la ley 600 de 2000; los artículos 106 y 139, parágrafo único de la ley 65 de 1993 y los artículos 65 y 66 de la ley 270 de 1996; en concordancia con el artículo 196 de la ley 734 de 2002, y por lo tanto, SANCIONARLO con suspensión en el ejercicio del cargo por el término de 12 meses e inhabilidad especial por el mismo lapso, por los motivos expuestos.
El primer tema abordado por la Sala a quo, en su sentencia fue el de la nulidad propuesta por la defensa del disciplinable, en cuanto a que al imputar el concurso homogéneo de faltas se vulneró el principio non bis in ídem. 
Definió el juez de instancia que “la nulidad no puede invocarse sólo en interés de la ley, sino que es necesario que la irregularidad sustancial afecte las garantías de los sujetos procesales o socave las bases fundamentales del juicio, de tal manera que su declaratoria se encuentra orientada a que se corrijan errores prominentes en la tramitación del proceso disciplinario”; al efectuar el análisis de la actuación procesal, se concluyó que en el proceso no se presentó ninguna causal que invalide lo actuado, porque desde el comienzo de la investigación se determinó que el disciplinado pudo haber incurrido en distintas conductas y desde ya se estaba planteando la posibilidad de un eventual concurso de conductas disciplinarias. 
Adujo que al disciplinado se le ha rodeado de todas las garantías del debido proceso y del derecho de defensa, razón por la que la Sala no encontró justificados los argumentos de la defensa y no accedió a nulitar lo actuado. 

Concluido este debate emprendió el estudio de los cargos y sobre el primero,señaló que el doctor NAVALES DURANGO, en su condición de Juez Primero Penal del Circuito Especializado de Medellín, no acató la prohibición consagrada en el parágrafo del artículo 139 del Código Penitenciario y Carcelario, Ley 65 de 1993, a través de la cual el legislador determinó una restricción de otorgar permisos a los internos sindicados o condenados por los delitos de competencia de los Jueces y Fiscales Regionales y del Tribunal Nacional, desde 1999 conocidos como Jueces Especializados con fundamento en la Ley 504 de 1999 y posteriormente por el artículo 5-7 transitorio de la Ley 600 de 2000, modificado por el artículo 23 de la Ley 1121 de 2006. Luego al Juez NAVALES DURANGO, le correspondía respetar dicho prohibición, por cuanto el delito por el que se juzga a RENDÓN HURTADO, estaba dentro la prohibición de que trata dicha norma, esto es LAVADO DE ACTIVOS AGRAVADO, a cargo de la Justicia Especializada.

Como fundamento en esta primera conclusión, resaltó que el parágrafo en cuestión fue objeto de examen de constitucionalidad a través de la sentencia C-394 de 1995, al señalar: 

“Con respecto al parágrafo del artículo 139, la Corte observa que es razonable que en virtud de los antecedentes y de la extrema peligrosidad de los sujetos allí referidos, se tomen medidas especiales y adecuadas, que son legítimas en virtud del principio de seguridad.” 
Pero no obstante lo anterior, dijo el juez de instancia, el doctor NAVALES DURANGO, expidió la providencia del 10 de junio de 2011, para otorgar el permiso, incumpliendo el deber previsto en el artículo 153 – 1 de la Ley 270 de 1996, que lo compelía a cumplir la Constitución, la Ley y los Reglamentos, porque se apartó sin razón válida de lo que expresamente dispone el parágrafo del artículo 139 de la Ley 65 de 1993.
Frente a este cargo el disciplinado sostuvo que la Ley 504 de 1999 por medio de la cual se crearon los Juzgados Penales del Circuito Especializados, abolió en su totalidad la vigencia de los Jueces y  Fiscales Regionales, lo que de paso derogó toda referencia normativa a que tales funcionarios se hiciere. Consideró entonces que por ser contrario a la ley 504 de 1999, el parágrafo del artículo 139 de la ley 65 de 1993, ha sido derogado, máxime si su control de constitucionalidad se dio en 1995, es decir, con antelación a la Ley 504 de 1999, mediante sentencia C – 394 de 1995, por lo que simplemente no puede ser aplicado, y cualquier referencia interpretativa para extender la prohibición a los jueces especializados, conculca las reglas de validez y aplicación de las leyes y los artículos 6 y 230 de la Constitución Política.
Interpretación que no compartió la Sala, pues le pareció inexplicable que un juez de la condiciones del disciplinado no reconozca que el Código Penitenciario o Ley 65 fue expedido en el año 1993, época para la cual existían los llamados Jueces Regionales, los cuales posteriormente y en razón de la promulgación de la ley 504 de 1999, se convirtieron en jueces especializados quienes reemplazaron a sus homólogos los jueces regionales; es así como se establece en el artículo 40 transitorio “…los funcionarios y empleados que a la entrada en vigencia de la presente ley se encuentren vinculados a la justicia regional se integraran en provisionalidad a los cargos correspondientes de los Jueces Penales del Circuito Especializados creados por esta Ley 504 de 1999”. A su vez el Consejo Superior de la Judicatura expidió el Acuerdo 531 de 1999 que determinó quienes seguían conociendo de los procesos a cargo de la justicia regional. Posteriormente, el artículo 5° transitorio de la Ley 600 de 2000 les atribuyó a los jueces especializados el conocimiento de los mismos delitos que conocían los extinguidos Juzgados Regionales. Después, mediante la Ley 1121 de 2006, artículo 23, se reiteraron dichas competencias; lo cual resume de manera clara y detallada la providencia de colisión de competencias resuelta en el Radicado 32.530 por la Sala de Casación Penal, M.P. Jorge Luis Quintero Milanés el 30 de septiembre de 2009.

En este orden de ideas recordó la Instancia que la interpretación que expone el doctor NAVALES DURANGO, fue enfáticamente descartada por la Sala de Casación Penal, invocando inclusive el principio de cosa juzgada constitucional. Tal como quedó consignado en el sonado caso del ex – senador Juan Carlos Martínez Sinisterra, donde precisó que dicha disposición está vigente, procediendo a negar el permiso solicitado por dicho procesado en los siguientes términos:

“Conforme con los planteamientos esbozados por el Tribunal Constitucional, existe, entonces, cosa juzgada absoluta cuando no se han impuesto límites a la interpretación constitucional que de la disposición hace el componente, tal como ocurre en la norma invocada por el peticionario en este caso, esto es, el parágrafo del artículo 139 de la Ley 65 de 1993, (Estatuto Penitenciario y Carcelario), pues mediante sentencia C-394 de 1995, la Corte Constitucional no limitó su escrutinio y, por el contrario, despachó constitucional de manera absoluta el contenido del parágrafo sin limitación alguna”.

De esta manera, consideró indudable la responsabilidad del disciplinado quien desatendió sin justificación alguna el deber señalado en el artículo 153 numeral 1° de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, consistente en “respetar, cumplir y, dentro de la órbita de su competencia, hacer cumplir la Constitución, las leyes y los reglamentos”.
El Segundo Cargo, relacionado a que el disciplinado solicitó al INPEC el traslado del señor RENDÓN HURTADO a una cárcel de la ciudad de Medellín o un municipio cercano, consideró inicialmente el Juez de primera instancia que tal conducta constituía una extralimitación en el ejercicio de sus funciones, habida cuenta que el traslado de las personas privadas de la libertad es de competencia exclusiva del INPEC. No obstante, consideró que al disciplinado no se le puede imputar esta falta, por cuanto el funcionario sí podía disponer dicho traslado, en consonancia con el inciso segundo del artículo 21 y el tercero del artículo 22 de la Ley 65 de 1993, en la medida que RENDÓN HURTADO se encontraba legalmente privado de la libertad en virtud del proceso No. 2011-00581 del Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Medellín y no descontando la pena que le impusiera el Juez Segundo Penal del Circuito Especializado de la misma sede. De este modo, absolvió de este cargo al doctor HUMBERTO DE JESÚS NAVALES DURANGO. 
Del tercer cargo, la Sala se pronunció resaltando que a los dictámenes expedidos los días 29 de julio y 12 de agosto de 2011 por los médicos adscritos al Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, no les corrió el traslado de que trata el artículo 254 de la ley 600 de 2000. Sostuvo el a-quo que si bien la Sala de Casación Penal ha sido reiterativa tal como lo señalan el Ministerio Público, la defensa y el disciplinado en cuanto a que no correr el traslado de los dictámenes no constituye irregularidad sustancial generadora de nulidad, también lo es que no correrlo sí comporta infracción a un deber legal que constituye falta disciplinaria, por eso existiendo norma legal qué aplicar, el Juez NAVALES DURANGO se abstuvo de hacerlo, incurriendo con ello en falta disciplinaria.

Observó la Sala, contrario a lo expuesto por el Ministerio Público y la defensa,que el Título VI, Capítulo I de la Ley 600 de 2000, que enlista los principios generales de las pruebas no refiere exclusivamente a los que “se refieren a la responsabilidad penal”, como se ha expresado a través de los alegatos de conclusión, sino a todo medio de prueba, prescindiendo de si se trata de la que demuestra o excluye de responsabilidad o si se refiere a un incidente procesal, porque de aceptarse esta postura habría de concluirse entonces que los principios que rigen la prueba documental, la testimonial o las demás posibles, no se aplican sino exclusivamente cuando se trata de determinar el fondo del caso, lo cual no se ofrece razonable. Al contrario, por tratarse de “principios generales” son mandatos que deben ser observados en todos los casos, no solo en algunos”.

Consideró, igualmente, “que el Capítulo III del mismo título, relativo a la prueba pericial, no se circunscribe a la que sirve de fundamento para la calificación o la sentencia, porque allí no se hizo tal distinción; afirmarlo así es lo mismo que decir que al Legislador no le interesó la publicidad o contradicción de las pruebas periciales que no estaban orientadas a determinar o excluir la responsabilidad, algo insostenible. Tampoco el artículo 254 de la Ley 600 de 2000, hace distinción entre prueba para sentencia y cualquier otra”. 
En respuesta al argumento planteado por el Agente del Ministerio Público, relacionado con que el dictamen puede ser controvertido hasta antes de proferirse sentencia, porque precisamente el objeto de esta prueba no se resuelve en esa instancia sino en otra que en este caso fue muy anterior, por lo que ningún sentido tendría correr el traslado después de proferir el auto, momento el cual la contradicción se ejerce a través de los recursos como ocurrió en el presente caso; reparó el Juez Disciplinario de primera instancia que la impugnación de la providencia del 26 de agosto de 2011, por el Ministerio Público y por el Fiscal ARÉVALO SILVA, es ilustrativa de que el traslado de los dictámenes sí era del interés tanto del representante de la sociedad como del titular de la acción penal. Por eso rechazó el argumento conforme al cual se trató apenas de una irregularidad inocua que no causó agravio y no vulneró el debido proceso; al contrario, la ausencia de traslado impidió que los sujetos procesales pudieran pronunciarse sobre el concepto de los peritos.
Entonces, en sentir de la Sala resultó inocultable que el Juez NAVALES DURANGO, desatendió el deber impuesto por el artículo 153 -1 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con los artículos 232 y 254 de la Ley 600 de 2000.

Sobre el cuarto y quinto cargo, subsumidos en el 4°, sobre el deber de los jueces de motivar sus decisiones de manera razonable, con fundamento en las pruebas allegadas y debidamente valoradas, en el marco de la sana crítica y la autonomía funcional, consideró la Sala que la providencia proferida por el doctor NAVALES DURANGO: i) no explicó por qué dispuso que el procesado continuara en su residencia y no en una clínica u hospital, con lo cual puso en riesgo la vida del acusado y la responsabilidad del Estado; ii) no hizo ninguna valoración expresa o tácita de los dictámenes en los que sustentó la decisión de suspender la detención preventiva de RENDÓN HURTADO; iii) no indicó por qué emitía la orden de suspensión, que comunicó el mismo día de la providencia, a pesar de que un Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridadrequería al procesado para descontar una condena impuesta previamente.

En este orden de ideas, consideró el Juez Colegiado que el primer aspecto integra el quinto cargo imputado en el pliego proferido contra el doctor NAVALES DURANGO,  en cuanto se refiere a la ausencia de motivación de aspectos que debían ser considerados para la decisión. 

Por otro lado, razonó la Sala que el doctor HUMBERTO DE JESÚS NAVALES DURANGO,no discutió el contenido de la prueba técnica obrante en el proceso y no se percató de los riesgos, que representaba su decisión de suspender la medida de aseguramiento, lo que constituye una falta al deber consagrado en el numeral 1° del artículo 153 de la ley 270 de 1996, en razón a que no consideró lo dispuesto en el artículo 106 de la ley 65 de 1993 y en el artículo 65 de la ley 270 de 1996, que regula lo atinente a la atención médica de las personas privadas de la libertad y la responsabilidad del Estado por los errores de sus servidores, sin que su decisión pueda estar amparada en la autonomía.
El otro aspecto que se tuvo en cuenta en el cuarto cargo formulado en contra del doctor NAVALES DURANGO, fue la violación del artículo 254 de la ley 600 de 2000, conforme al cual, le correspondía al Juez verificar si los dictámenes emitidos por los peritos de Medicina Legal cumplían con los requisitos señalados en la ley, dado que los mismos deben observar el “reglamento técnico para la determinación médico forense del estado de salud en la persona privada de la libertad”, el deber de verificar siquiera de forma sucinta que esos dictámenes que se ponían a su consideración cumplían unos requisitos reglamentarios que eran de conocimiento del juez NAVALES DURANGO, dado que antes de resolver la petición de “sustitución de la detención” solicitó a su homólogo el Juez Segundo Penal del Circuito Especializado, copia de los dictámenes obrantes en el Rdo. 2009-0446, donde el mismo procesado por otro delito solicitó ese beneficio, el cual fue negado  y donde se menciona expresamente que los dictámenes no reunían  los requisitos del reglamento en cuestión, por lo cual, se negó la petición. 
Anotó la Sala, que la misma petición que concedió el doctor NAVALES DURANGO, la venía presentando el procesado desde más de un año antes en este y otro proceso, la cual siempre fue negada por las autoridades judiciales respectivas, fiscales y jueces, no obstante que los dictámenes que soportaban las solicitudes referían siempre el estado grave de enfermedad y la incompatibilidad con el encarcelamiento. Entonces, no fue de recibo para esa instancia el argumento de la autonomía e independencia judicial que invocó el Disciplinado, en cuanto no se podía obviar la verificación de si los dictámenes reunían o no los requisitos reglamentarios.
En estas condiciones, el Juez investigado desatendió el numeral 1° del artículo 254, y los artículos 232 y 238 de la ley 600 de 2000, con lo cual incurrió en la falta disciplinaria prevista en el numeral 1° del artículo 153 de la ley 270 de 1996, lo cual hizo con pleno conocimiento. El criterio de la Sala adoptado en el pliego de cargos sobre la calificación de la conducta bajo la forma de DOLOSA no varió, porque la ausencia de motivación de una providencia no es el producto de la falta de atención o de cuidado, sino que constituye una omisión con el conocimiento del alcance de las disposiciones que no se aplican, la Sala varió la conducta como GRAVE, en razón, a que se infringió, el deber consagrado en el artículo 153-1 de la ley 270 de 1996 en concordancia con el artículo 196, de la ley 734 de 2002. 
LOS FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN
El doctor HUMBERTO DE JESÚS NAVALES DURANGO, apeló la anterior decisión, manifestando su inconformidad, con base en los siguientes argumentos:

En cuanto al primer cargo, señaló que las razones para autorizar el permisoal procesado para visitar a su progenitora, además de humanitarias, fueron las mismas que tuvo en cuenta el juez que lo reemplazó doctorÓscar Humberto Bedoya Cardona, pero en ninguna manera coaccionó a las autoridades carcelarias, simplemente, se les indicó que lo hicieran cuando se superaran las causas de seguridad que echaba de menos, situación que a todas luces sí son de su competencia. Por eso consideró que no invadió la esfera de las funciones de las autoridades carcelarias y penitenciarias.

Por otra parte señaló que la Ley 504 de 1999, mediante la cual se crearon los Juzgados Penales del Circuito Especializados, abolió en su totalidad la vigencia de los Jueces y Fiscales Regionales, así como la del Tribunal Nacional y de paso derogó, tácitamente, toda referencia normativa que a dichos funcionarios se hiciere, como se desprende del artículo 52. 

En este orden de ideas, consideró que por ser contrario a la Ley 504 de 1999, el parágrafo del artículo 139 de la Ley 65 de 1993, que prohíbe los permisos excepcionales a los internos “sindicados o condenados por delitos de conocimiento de los jueces y fiscales regionales o del Tribunal Nacional”, está derogado. Por tanto, simplemente no puede aplicarse, máxime si su control de constitucionalidad se dio mediante la sentencia C. 394 de 1995, vale decir,  con antelación a la expedición de la Ley 504 de 1999, que lo derogó.
Reiteró, igualmente, que no insistió en el permiso, por el contrario, todas las veces siguientes que la defensa lo solicitó se le negó, sin embargo, agregó que lo legal, normal, corriente y adecuado, era disponer que se le avisara a la autoridad carcelaria que cumpliera el permiso cuando se dieran las  condiciones de vigilancia y seguridad que había echado de menos, lo cual no constituyó ninguna orden ni coacción. Luego no invadió la órbita de competencias ajenas, ni incurrió en ninguna prohibición.

Por último, sobre este cargo manifestó que no desconoció ningún precedente constitucional, concepto que en este caso no tiene que ver con la exequibilidad de este parágrafo, sino con la legalidad y la favorabilidad que deben prevalecer aun en la interpretación jurisprudencial, pues, a tales efectos, los mismos no son solo aplicables a las leyes desde el punto de vista formal sino también desde la perspectiva material, lo que se conoce comooscilación de la jurisprudencia, y que debió ser objeto de consideración en la providencia que la Sala disciplinaria de primera instancia menciona en el caso del senador MARTÍNEZ SINISTERRA.
Pero, a su modo de ver las cosas, entendió que la respetable interpretación de la Corte Suprema de Justicia en relación con este asunto es contraria a los postulados constitucionales, en la medida que revive una norma derogada -referida expresamente a una prohibición que operaba para los procesados por asuntos de conocimiento de los abolidos Jueces Regionales y el Tribunal Nacional- y la extiende a los procesados por delitos de conocimiento de los Jueces Penales Especializados, haciendo prevalecer el valor abstracto de la seguridad pública por sobre el derecho fundamental de la dignidad de las personas privadas de la libertad.

Finalmente sobre este primer cargo, agregó que no pone en duda la constitucionalidad del parágrafo del artículo 139 de la Ley 65 de 1993, sino su vigencia con ocasión de la expedición de la Ley 504 de 1999. Añadió que ALIRIO DE JESÚS RENDÓN HURTADO no tenía en el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Medellín la calidad de condenado sino la de procesado. Luego a su favor, por más que hubiese sido condenado por otro delito, debía tener aplicación cierta y efectiva la presunción de inocencia, máxime si por el ilícito de Lavado de Activos se entregó a las autoridades. 
En este orden, consideró, que aquí no se trata de favorecer con sus decisiones al procesado –como se ha pretendido hacer creer-, sino de hacer prevalecer sus derechos fundamentales a la vida, la salud, la dignidad, la igualdad y el acercamiento familiar, que de ninguna manera perdía por el hecho de su condición de preso.
Sobre el segundo cargo (tercero de la sentencia), manifestó que a pesar del contenido categórico del artículo 254 de la Ley 600 de 2000, su alcance sólo se extiende a los asuntos relacionados con las decisiones de fondo objeto de la controversia del juicio; de ninguna manera a decisiones provisionales o accesorias del proceso que nada tienen que ver con el objeto de juzgamiento, como las medidas de aseguramiento y por supuesto las modificaciones o suspensiones de las mismas. Reiteró que los artículos 68 de la Ley 599 y 362 de la Ley 600 de 2000, no aluden en estricto sentido a “dictámenes periciales” sino que refieren a “concepto de médico legista especializado” (art.68, C. Penal) y “dictámenes de los médicos oficiales” (art.362-3 del C. P.P), que tienen un alcance distinto al de la prueba pericial que define el artículo 254 de la Ley 600 de 2000, en el entendido de que lo determinado en los artículos 249 a 258 del Código de Procedimiento Penal, es distinto al contenido que definen los artículos 68 del Código Sustantivo Penal y 362 del Código Adjetivo. Los primeros, hacen relación a la plena prueba. En cambio, lo segundo, da cuenta de una prueba sumaria, no controvertida, un informe de un experto o certificado, algo por el estilo.

Advirtió igualmente el apelante que los testimonios de los Jueces Penalesde Circuito, Municipales y de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, fueron unánimes en indicar bajo la gravedad del juramento que según su leal saber y entender “los conceptos de médico legista especializado y dictamen de médicos oficiales” para la determinación de estados graves de enfermedad de que tratan los artículos 68 de la ley 599 y 368 de la Ley 600 de 2000, no requieren traslado a las partes, como, en cambio, sí lo requieren los dictámenes de que trata la prueba pericial que define el artículo 249 de la Ley 600 de 2000. 
Bajo ese panorama consideró  razonable su interpretación de dichas normas, en su sólida convicción o creencia de que ese traslado cuya omisión se le cuestiona no solo es innecesario sino inadmisible, por tratarse de conceptos distintos: La prueba pericial como tal y el simple concepto de médico legista. Al respecto, obsérvese como el artículo 292 de la Ley 600 de 2000, relativo a reconocimientos médicos, en la parte final expresa: “las decisiones se tomarán con base en el último reconocimiento que obre en la actuación”, lo que aclara la diferencia de los términos.

Por esto, reprochó que el Juez de Primera instancia hubiese desconocido los testimonios de los jueces, de los cuales no se ocupó de analizarlos para desestimarlos y descalificarlos. Llanamente advirtió “que las normas y el derecho en general no requieren prueba, lo que si es necesario tratándose de hechos. Además, que una mala práctica tenga arraigo judicial no significa por ello que devenga en legal porque la costumbre en nuestro sistema jurídico no es fuente de derecho, ni siquiera es un criterio auxiliar de interpretación judicial de conformidad con el artículo 230 de la C. Política”.
Por otro lado, afirmó que el dolo endilgado, en cuanto tiene que ver con la aplicación de normas, no se puede soportar en el mero hecho de conocer las mismas y no aplicarlas sino, además, en la sapiencia de que esa inaplicación es torcida, temeraria o perniciosa –como se sospechó desde el principio- porque el juez, tiene la creencia de que una norma no es aplicable a un caso en particular o especial y valido de esa creencia o convicción deja de aplicarla, su comportamiento no puede encajarse en el dolo sino, a lo sumo en la culpa, pues lo que hace dolosa la conducta es el obrar con la conciencia de que se realiza un comportamiento prohibido por la ley, no la simple creencia ni la llana interpretación errónea del texto de la norma o su alcance, que son hechos distintos al dolo.
En cuanto al cuarto y quinto cargo de la sentencia, relacionado a que no motivó la providencia del 26 de agosto de 2011, por medio de la cual suspendió la detención preventiva en establecimiento carcelario a ALIRIO DE JESÚS RENDÓN HURTADO, con base en soporte científico, como los dictámenes médicos que determinaban la gravedad de su enfermedad y su incompatibilidad con la reclusión formal. Asegura que sí motivó la providencia, pero si la argumentación no ha sido del agrado de la Sala Disciplinaria (y de otras altas esferas del poder central) eso es distinto.
En su argumentación sobre esta imputación aseguró que esta es indicativa de que la autoridad disciplinaria se sigue inmiscuyendo en el terreno vedado del contenido de la decisión judicial y de paso en la autonomía e independencia de los jueces, puesto que al juez, como destinatario y primer intérprete de las normas jurídicas, no se le puede privar de su libertad ni de su capacidad hermenéutica, mucho menos como en su caso que no desbordó su discrecionalidad interpretativa o de motivación en perjuicio de los derechos fundamentales, sino al contrario, para garantizarlos y preservarlos.
A este tenor, refirió que el fallo impugnado reitera el mismo vicio de omitir el análisis de la prueba que se practicó en su proceso disciplinario, como los testimonios de los médicos JULIO MARIO HURTADO y GERMÁN CADAVID  RESTREPO, quienes corroboraron la  gravedad de la enfermedad de RENDÓN HURTADO y su incompatibilidad con la reclusión formal, así como la observancia de los protocolos para la realización del dictamen que sirvió de fundamento para decidir, los que informaron y afirmaron que el sitio más indicado donde debía permanecer el interno era su residencia del barrio El Poblado, cercana a centros hospitalarios de 3° ó 4° nivel, ya que en caso de una descompensación su traslado a dichos centros era mucho más fácil que desde la cárcel. 
En el ítem de otros aspectos, manifestó que disciplinariamente, tanto dogmática como doctrinal y jurisprudencialmente, se acepta que la tipicidad y la antijuridicidad conforman una unidad y por tanto, cuando una de ellas desaparece lo hace también la otra, sobre todo cuando se está en frente de resolver la colisión de deberes, puesto que lo contrario sería meter al funcionario en un berenjenal que definitivamente lo conduce a actuar de manera ilícita, como precisamente lo aceptan, enseñan y difunden la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” en los módulos o manuales de capacitación y aprendizaje del plan de Formación de la Rama Judicial 2009, a cargo del doctor Carlos Arturo Gómez Pavajeau.
Finalmente, aseguró al ignorar las pruebas que se practicaron o, lo que es igual, omitir su análisis para deducir la calificación de la falta, su nivel de gravedad y la deducción de la culpabilidad, la Sala de primera instancia trasgredió el artículo 170-3, 4 y 6 de la Ley 734 de 2002, y de paso –en una providencia tan importante y de tal naturaleza como la condenatoria- incurrió precisamente en la falta de motivación que le exigen en un simple interlocutorio de índole provisional y accesoria que dictó con base en directrices paradigmáticas de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, como lo demostró con prueba en la investigación, concretamente con la fotocopia de la providencia que en su testimonio aportó la doctora NATHALIA QUINTERO GALVIS, que demuestra que no profirió ninguna decisión manifiestamente contraria a la ley ni sin fundamentos, pues la del 26 de agosto de 2011, tiene sustento legal y científico y reúne todos los presupuestos del artículo 362 del Código de Procedimiento Penal. Por lo demás, no la dictó con ánimo de favorecimiento ni para que la conducta del procesado resultara impune.
Por lo anterior, solicitó revocar la determinación de primera instancia y en su lugar absolverlo de los cargos por los cuales se le condenó. Subsidiariamente solicitó declarar la nulidad de lo actuado a fin de que se tenga en cuenta la prueba cuyo análisis echó de menos.
El Procurador 128 Judicial Penal II, igualmente impugnó el fallo sancionatorio, y sobre el primer cargo de “dar permiso por dos (2) horas, más la distancia a ALIRIO DE JESÚS RENDÓN HURTADO, para visitar a su madre enferma, de 89 años de edad, en su casa, con las respectivas medidas de seguridad…”
Consideró que con todo respeto a la decisión de la Corte Suprema de Justicia, lo que el Ministerio Público rescata es el carácter restrictivo en la interpretación de las normas jurídicas cuando ellas sirven de soporte a la aplicación del derecho sancionatorio, en este caso, el derecho disciplinario. 
De manera que su tesis se apoya en afirmar que la prohibición de los permisos por su carácter restrictivo de derechos, debe ser interpretada literalmente y que la no actualización de la ley por parte del legislador impide la aplicación restrictiva de la misma.
En cuanto al tercer cargo, sobre la ilicitud sustancial, acoge el criterio del Dr. Alejandro Ordóñez Maldonado, en el sentido que: “aun cuando la conducta se encuadre en la descripción típica, pero tal comportamiento corresponda a un mero quebrantamiento formal de la norma jurídica, ello no puede ser objeto de la imposición de una sanción disciplinaria, porque se constituiría en la responsabilidad objetiva, al aplicarse medidas sancionatorias, sin que exista una verdadera y justa razón de ser.”
Bajo este panorama consideró que el hecho de no haberse corrido la notificación de los dictámenes médicos que se detallaron en este cargo, no constituye per se la falta disciplinaria. 

En cuanto a los demás cargos, sostuvo que no es que exista una ausencia de motivación en la decisión que tomó, el Juez, sino que tal vez lo lacónico de la misma hace pensar en falta de motivación, pero los presupuestos normativos sí están dados en la mencionada resolución por lo que no puede existir juicio de reproche alguno.
Con estos argumentos solicitó la absolución de todos los cargos al doctor HUMBERTO DE JESÚS NAVALES DURANGO.
TRÁMITE EN SEGUNDA INSTANCIA

Arribadas las diligencias a esta Sala, se ordenó correr traslado al Ministerio Público y a las partes, en trámite del mismo el disciplinado presentó escrito en el que reiteró su solicitud de revocatoria del fallo proferido el 14 de mayo de 2012, por medio del cual la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Antioquia lo sancionó disciplinariamente, en los términos ya referidos.

A su turno, el abogado defensordescorrió el traslado. Manifestó que el Juez Primero Especializado de Medellín, no incurrió en ninguna falta disciplinaria en desarrollo del proceso que por Lavado de Activos se impulsaba contra ALIRIO DE JESÚS RENDÓN HURTADO, y menos en la providencia del 26 de agosto de 2011, por medio de la cual su representado decidió suspenderle al procesado la detención preventiva, en aplicación del artículo 362 del C. de P.P., ya que para entonces contaba con prueba fidedigna de la enfermedad que el mismo padecía, la cual tanto dos médicos del Instituto de Medicina Legal, como el galeno del INPEC, calificaron de grave e incompatible con la reclusión formal, situación en la que asimismo, insistieron en sus declaraciones otros dos forenses de Medicina Legal.
Adujo igualmente que, todas las actuaciones de su defendido fueron bien sustentadas, tanto así que el representante del Ministerio Público comparte el fundamento de  la absolución. Además, porque sus decisiones se encaminaron a hacer efectivos los derechos constitucionales de este interno que por ser considerado, quizás con inusitada exageración, un peligroso criminal, de ninguna manera pierde su condición de ser titular de derechos fundamentales. Con estos argumentos solicitó la revocatoria del fallo de primera instancia.
CONSIDERACIONES DE LA SALA
I.- Competencia:
La Sala es competente para conocer de la apelación interpuesta por el disciplinado, su apoderado y por el representante del Ministerio Público,contra el fallo emitido en primera instancia, en virtud de lo dispuesto en los numerales 3 del artículo 256 de la Constitución Política, 4 del artículo 112 de la Ley 270 de 1996 y artículos 115  y 171 de la Ley 734 de 2002.
2. Aspectos sobre la potestad disciplinaria del Estado.

Previo a afrontar el análisis del material probatorio allegado al dossier, la Sala parte del principio según el cual, la manifestación de la potestad sancionatoria del Estado, se materializa en la posibilidad de desplegar un control disciplinario sobre sus servidores derivada de la especial sujeción de estos al Estado, en razón de la relación jurídica surgida por la atribución de una función jurisdiccional.
De la misma forma, “resulta incontrovertible que el Estado no puede alcanzar sus fines si careciera de un sistema jurídico disciplinario enderezado a regular el comportamiento de su personal, fijando los deberes y obligaciones de este, el régimen de faltas y sanciones y los procedimientos para instrumentarlos”
.
En este orden, la relación de sujeción que vincula a los servidores públicos y al particular que desempeñe funciones públicas con elrégimen disciplinario, está anclada al cumplimiento de deberes como la fidelidad, diligencia, rectitud y subordinación a los postulados Constitucionales, Legales y reglamentarios que ritualizan su actividad.
Entonces,la aplicación del régimen disciplinariosurge como consecuencia de un comportamiento contrario a los principios que salvaguardan la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad, -entre otros-, en el desempeño de un cargo. 

Así las cosas, el artículo 196 de la Ley 734 de 2002, define la falta disciplinaria en los siguientes términos:
“Artículo 196 FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria y da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la Administración Justicia y demás leyes. Constituyen faltas gravísimas las contempladas en este Código”.
En este marco, se analizará si el comportamiento funcional del disciplinado en su condición de Juez Primero Penal del Circuito Especializado de Medellín, incurrió en las conductas reprochadas y por las cuales se le formuló pliego de cargos y mereció la sanción por parte del a quo en la providencia que es objeto de estudio por vía del recurso de apelación. 
3. Marco normativo imputado.
La conducta disciplinaria por la cual se encontró responsable al servidor judicial, tal como fue imputada en el pliego de cargos, fue el incumplimiento con el deber previsto en el numeral 1° del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, esto es, “Respetar, cumplir y, dentro de la órbita de su competencia, hacer cumplir la Constitución, las leyes y los reglamentos”. En concordancia con losartículos 6,29, 90,228, y 230 de la Constitución Política; 171,232,238 y 254, del C. de P. P., Ley 600 de 2000;16, 73,78,104,106, y 139 Parágrafo Único, de la Ley 65 de 1993, Código Penitenciario y Carcelario;  65, 66 de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia, y 50 y 196 de la Ley 734 de 2002.
4. DE LA NULIDAD PROPUESTA COMO PETICIÓN SUBSIDIARIA DE LA REVOCATORIA DEL FALLO SANCIONATORIO. 
Según las voces del artículo 146 del C.D.U., “la solicitud de nulidad podrá formularse antes de proferir el fallo definitivo, y deberá indicar en forma concreta la causal o causales respectivas y expresar los fundamentos de hecho y de derecho”.

En este escenario normativo surge como necesario recapitular que el argumento del impugnante para invocar la nulidad, es la omisión en el fallo sancionatorio del análisis de la prueba, concretamente “la fotocopia de la providencia que en su testimonio aportó la doctora NATHALIA QUINTERO GALVIS, que demuestra que no profirió ninguna decisión manifiestamente contraria a la Ley, ni sin fundamentos, pues la del 26 de agosto de 2011 tiene sustento legal y científico y reúne todos los presupuestos del artículo 362 del Código de Procedimiento Penal”.
Pues bien, de entrada es necesario precisar que el recurrente no invocó ninguna causal de nulidad de las consagradas en el artículo 143 ibídem, la postulación quedó en un mero enunciado del reproche por la omisión según él, del análisis de las pruebas practicadas. Pero es lo cierto, que no se ocupó de demostrar como esa presunta omisión produjo efectoscon incidencia en sus garantías fundamentales.

La aludida actuación irregular que menciona el recurrente, no es cierta, en cuanto que el Juez de Instancia al sustentar la materialización del cargo tercero, esto es por no haber corrido el traslado de que trata el artículo 254 de la Ley 600 de 2000, dio respuesta a la prueba testimonial recepcionada en el plenario expresando: “Pretendió el servidor judicial investigado justificar su conducta con los testimonios de varios jueces, frente a lo que la Sala debe decir que las normas y el derecho en general no requieren prueba, lo que sí es necesario tratándose de hechos. Además que una mala práctica tenga arraigo judicial no significa por ello que devenga en legal, porque la costumbre en nuestro sistema jurídico no es fuente de derecho, ni siquiera es un criterio auxiliar de interpretación judicial de conformidad con el artículo 230 de la Constitución Política”.
En este sentido, la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia ha señalado que de acuerdo con los principios que rigen las nulidades, “solamente es posible alegar las nulidades expresamente previstas en la ley (taxatividad); no puede invocarlas el sujeto procesal que con su conducta haya dado lugar a la configuración del motivo invalidatorio, salvo el caso de ausencia de defensa técnica, (protección); aunque se configure la irregularidad, ella puede convalidarse con el consentimiento expreso o tácito del sujeto perjudicado, a condición de ser observadas las garantías fundamentales (convalidación); quien alegue la nulidad está en la obligación de acreditar que la irregularidad sustancial afecta las garantías constitucionales de los sujetos procesales o desconoce las bases fundamentales de la investigación y/o el juzgamiento (trascendencia); no se declarará la invalidez de un acto cuando cumpla la finalidad a que estaba destinado, pues lo importante no es que el acto procesal se ajuste estrictamente a las formalidades preestablecidas en la ley para su producción, sino que a pesar de no cumplirlas estrictamente, en últimas se haya alcanzado la finalidad para la cual está destinado (instrumentalidad) y; además, que no existe otro remedio procesal, distinto de la nulidad, para subsanar el yerro que se advierte (residualidad)”
.           

De tal forma, como en el presente caso, no basta con reclamar la declaratoria de nulidad de lo actuado, sino que resultaba necesario invocar la causal y acreditar los alcances que tal afectación produjo en el debido proceso o en el derecho de defensa, aspectos de los cuales se duele la petición del disciplinado la nulitación invocada no prospera.
5. De la autonomía funcional de los jueces.
En el desarrollo de la actuación disciplinaria y en el marco las intervenciones procesales del disciplinado, existió la constante manifestación de blindaje en el principio de autonomía funcional, por lo que resulta necesario abordar este primer aspecto para señalar los límites y alcances de este principio constitucional y legal que rige la actuación judicial, en el marco del desarrollo jurisprudencial de la Corte Constitucional.
Sobre este trascendental tema, esta Sala Jurisdiccional Disciplinaria ha tomado postura mediante la cual ha considerado queatendiendo las reglas definidas por la misma Corte Constitucional, constituyen precedente consolidado en la jurisprudencia constitucional, razón por la cual se ofrecen como vinculantes para la decisión de los casos sometidos a estudio por parte de esta jurisdicción.

(i).- La autonomía judicial no puede confundirse con la arbitrariedad judicial, de ahí que el juez debe adoptar sus decisiones dentro de los parámetros legales y constitucionales, porque esa facultad no significa autorización para violar la Constitución o el marco jurídico de inferior rango (T-766/08).
(ii).- Si bien la Constitución garantiza la autonomía judicial y la aplicación de la cosa juzgada como una pieza central de seguridad jurídica y resolución pacífica de controversias para el Estado Social de Derecho, es claro que esas garantías no son absolutas y no pueden convertirse en una autorización para la arbitrariedad y abuso de poder judicial (T-1263/08).
(iii).- La jurisprudencia constitucional ha señalado algunas premisas con base en las cuales deben analizarse las interpretaciones judiciales, a saber: a) el juez disciplinario no puede suplantar al juez ordinario en cuanto hace relación a la valoración probatoria; b) el juez de conocimiento tiene amplia libertad interpretativa en materia de valoración probatoria y en el análisis y determinación de los efectos de la normas jurídicas aplicables al caso concreto, c) la discrecionalidad judicial nunca puede confundirse con la arbitrariedad judicial y, d) las interpretaciones razonables y proporcionadas del juez de conocimiento deben primar sobre las que considerarían viables el juez disciplinario (T-1263/08) 
(iii) En materia de valoración probatoria, la Corte Constitucional ha determinado que incurre en vía de hecho el juez que resuelve el asunto que le fue confiado sin consultar los elementos de prueba conducentes y pertinentes disponibles en el proceso ignorando –sin justificación- aquellos obtenidos con sujeción al debido proceso, como también si basa sus decisiones en valoraciones subjetivas de las pruebas, carentes de lógica y de un razonamiento suficiente (T-057/2006).
(iv) Los jueces, en el ejercicio de sus funciones, gozan de amplia libertad interpretativa para determinar las normas jurídicas aplicables al caso que juzgan y los efectos que deben derivarse de ellas. En este sentido, la Corte Constitucional ha sido unánime en señalar que siempre que la interpretación normativa que los operadores jurídicos hagan de un texto legal permanezca dentro del límite de lo razonable, la mera divergencia interpretativa con el criterio del fallador no constituye vía de hecho. (T-302/06).
(v) No es dable sostener que la interpretación que hacen los operadores judiciales de las normas, se torna violatoria de derechos fundamentales por el solo hecho de contrariar el criterio interpretativo de otros operadores jurídicos de superior rango e incluso de los distintos sujetos procesales. La Corte ha precisado que la autonomía e independencia propias del ejercicio de la actividad judicial, como manifestación de la facultad que tiene el operador jurídico para interpretar las normas legales, no es absoluta, por tanto, si bien es cierto que al juezde conocimiento le compete fijar el alcance de la norma que aplica, no puede hacerlo en contravía de los valores, principios y derechos constitucionales, de manera que, debiendo seleccionar entre dos o más entendimientos posibles, debe forzosamente acoger aquél que en todo se ajuste a la carta política. (T 302/2006).
(vi) Los jueces son autónomos e independientes para elegir las normas jurídicas pertinentes al caso en concreto, para determinar su forma de aplicación, y para establecer la manera de interpretar e integrar el ordenamiento jurídico, sin embargo, en esta labor no les es dable apartarse de los hechos, o dejar de valorar las pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso y, menos aún, desconocer las disposiciones constitucionales o legales, vale recordar que la justicia se administra en relación con los hechos debidamente probados y, a su vez, con sujeción a los contenidos, postulados y principios constitucionales de forzosa aplicación, tales como, la prevalencia del derecho sustancial sobre las formas y los principios de necesidad y valoración uniforme y en conjunto de la prueba (T-1165/03)”.

6. Caso Concreto.
Se investiga la conducta del Juez Primero Penal del Circuito Especializado de Medellín, por irregularidades presentadas en desarrollo del proceso penalcon radicado No. 2011 – 0581 que se sigue en contra de ALIRIO DE JESÚS RENDÓN HURTADO, por el delito de Lavado de Activos. 
Se originó la presente investigación en virtud de informaciones de prensa a través de las cuales se daba cuenta a la opinión pública que el Juez Primero Penal del Circuito Especializado de Medellín concedió la sustitución de la detención intramural por domiciliaria al ciudadano ALIRO DE JESÚS RENDÓN HURTADO, alias “El Cebollero”, quien ya había sido condenado por el delito de concierto para delinquir por parte del Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de la misma ciudad y a quien el Juzgado Primero de la misma especialidad le adelantaba la etapa del juicio en otro proceso por lavado de activos.
Ahora bien, en torno a la responsabilidad disciplinariadel mencionado exjuez, de entrada advierte la Sala, que se confirmará la sentencia objeto de alzada, toda vez que, de los elementos de juicio allegados al expediente, se estableció la certeza de la existencia de la falta y de su responsabilidad.

Veamos:

Primer cargo.
“El doctor HUMBERTO DE JESÚS NAVALES DURANGO, Juez Primero Penal del Circuito Especializado de Medellín, el 10 de junio de 2011, concedió permiso al señor ALIRIO DE JESÚS RENDÓN HURTADO, para que visitara a su señora madre el 16 siguiente, por el término de dos (2) horas, lo cual está prohibido de manera expresa por el parágrafo único del artículo 139 de la Ley 65 de 1993, para los procesados por el delito de lavado de activos, delito de conocimiento de los jueces especializados”.
En la providencia que se autorizó el traslado del interno ALIRIO DE JESÚS RENDÓN HURTADO, a efecto de visitar a sus progenitora, señora MARÍA ANTONIA HURTADO DE RENDÓN, quien se encontraba en “estado grave de enfermedad”, por el término de dos horas, se citó como fundamento el artículo 139 de la ley 65 de 1993.

Actuación que en criterio de la Sala de instancia no le era dable en consideración a la prohibición legal contenida en el parágrafo único del mismo artículo que señala: “lo anterior no cobijará a los internos sometidos a extremas medidas de vigilancia, a quienes registren antecedentes por fuga de presos, ni a los sindicados ni condenados por delitos de conocimiento de los jueces y fiscales regionales o del tribunal nacional”.
Contrario a esta interpretación de la instancia, la cual fue uno de los juicios para imponer la sanción al Juez NAVALES DURANGO, el impugnante considera que esta norma fue derogada por la Ley 504 de 1999, por tanto, no puede aplicarse, máxime si su control de constitucionalidad se dio mediante sentencia C-394/95, es decir, con antelación a la ley 504 de 1999 que lo derogó. 

En este escenario, considera esta Corporación, que el análisis debe partir teniendo como basamentoel proceso penal seguido al señor RENDÓN HURTADO,  abarcando un análisis propio de la especial condición del procesado, naturalmente alejado de cualquier odiosa posición por las afirmaciones que se pudieran tener por su actividad delictiva.

Pero insoslayable resultaba para cualquier Juez valorar el contenido del otorgamiento de un permiso para salir del centro penitenciario, a un interno de las condiciones del procesado REDÓN HURTADO, para quien se había generado un halode hacer parte de una temible organización delincuencial conocida en todo nuestro territorio patrio como la “Oficina de Envigado”lo cual debía sopesarse en el interior del proceso y acorde con las pruebas recopiladas en el dossier.

De suerte que no es necesario hacer una apología de los derechos fundamentales de las  personas privadas de la libertad, para justificar una posición jurídica, porque esta defensa redunda en la formación que tienen  los jueces en la aplicación y materialización de los derechos y garantías constitucionales inherentes a los procesados y condenados privados de la libertad.
En otros términos, el precedente jurisprudencial de la Corte Constitucional, sobre este tema ha sido prolijo, para determinar que el hecho que una persona se encuentre privada de la libertad, no quiere ello decir que pierda sus derechos, por ejemplo:
“La jurisprudencia constitucional ha dejado claro que el hecho de la privación de la libertad no significa de ninguna manera la anulación de los derechos fundamentales de los(as) condenados(as) o detenidos(as). En este sentido existen algunos derechos fundamentales que se les suspenden, otros que se les limitan y otros tantos que permanecen intactos. La determinación de aquellos derechos que pertenecen a cada uno de estos grupos –los derechos suspendidos, los limitados y los intangibles- debe estar guiada siempre por los objetivos de lograr la resocialización, cual es el fin principal de la sanción penal, y de permitir el ejercicio de los derechos fundamentales de todos(as) los(as) internos(as). En otras palabras, cada suspensión o limitación de los derechos del (de la) interno(a) debe estar justificada como una medida necesaria y proporcionada para lograr la resocialización o para garantizar los derechos fundamentales de toda la población reclusa. Una suspensión o limitación de los derechos fundamentales que no esté legitimada en estos objetivos, que sea innecesaria o desproporcionada resulta una sanción adicional y excesiva no autorizada por la Constitución y una violación de derechos fundamentales”
. 
 
Pero el respeto de los derechos fundamentales de los internos de estos establecimientos de reclusión, no significa, que se rompa la relación especial de sujeción entre el Estado representado por las autoridades penitenciarias y estos, en las que “la subordinación se concreta en el sometimiento del interno a un régimen jurídico especial consistente en controles disciplinarios y administrativos especiales y la posibilidad de limitar el ejercicio de algunos, incluso fundamentales”. 
.
En este orden de ideas, una cosa es el reconocimiento de los derechos de las personas privadas de la libertad y otra es el respeto de los jueces a las normas que restringen o limitan ciertos derechos, las cuales se encuentran amparadas en el fundamento constitucional de la administración de justicia, frente a ciudadanos que han infringido la ley.

Ahora, en el presente caso, habrá de decirse que según lo considerado por la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia la prohibición consagrada en el parágrafo del artículo 139 de Ley 65 de 1993, se encuentra vigente y en tal escenario, el Juez NAVALES DURANGO, debió obrar de conformidad, frente a las peticiones elevadas por la defensa del señor RENDÓN HURTADO
.

Al respecto expresó la Corte Suprema de Justicia: “El artículo 139 de la Ley 65 de 1993 (Código Penitenciario y Carcelario) dispone todo lo referente a permisos excepcionales, incluyendo los casos de comprobada enfermedad grave, como efectivamente ocurre en este evento.
Pese a lo anterior, el parágrafo de la norma mencionada expresamente prohíbe dichos permisos para ciertos internos y para procesados por ciertos delitos:

Art. 139. […]

Parágrafo.- Lo anterior no cobijará a los internos sometidos a extremas medidas de vigilancia, a quienes registren antecedentes por fuga de presos, ni a los sindicaos ni condenados por delitos de conocimiento de los jueces y fiscales regionales o del Tribunal Nacional. 

El delito por el cual se juzga al MARTÍNEZ SINISTERRA es de aquellos señalados en el artículo 5° numeral 7° transitorio de la Ley 600 de 2000, modificado por el artículo 23 de la Ley 1121 de 2006, de competencia de la justicia especializada, motivo por el cual resulta indudable que la prohibición aludida cobija al acusado”. 
Reiteró la Corte: “Conforme con los planteamientos esbozados por el Tribunal Constitucional, existe, entonces, cosa juzgada absoluta cuando no se han impuesto límites a la interpretación constitucional que de la disposición hace el competente, tal como ocurre en la norma invocada por el peticionario en este caso, esto es, el parágrafo del artículo 139 de la Ley 65 de 1993 (Estatuto Penitenciario y Carcelario), pues mediante sentencia C-394 de 1995, la Corte Constitucional no limitó su escrutinio y, por el contrario, despachó constitucional de manera absoluta el contenido del parágrafo sin limitación alguna”.
En este contexto, basta ver que la Ley 504 de 1999, que creó los Jueces Penales del Circuito Especializados, para conocer de los delitos consagrados en el artículo 5° de esta Ley, no derogó el artículo 139 de la Ley 65 de 1993, ni su parágrafo, como sí lo hizo con otras normas del este estatuto penitenciario como las consagradas en el numeral 5 del artículo 147, e inciso 2° del artículo 150. 

Luego si dentro de los delitos que conocían los Jueces y Fiscales Regionales estaba el lavado de activos y este pasó a conocimiento de los Jueces Penales del Circuito Especializados, la prohibición de permisos excepcionales se mantenía para esta clase de conductas punibles frente a los internos sometidos a extremas medidas de vigilancia y a los sindicados o -procesados como en este caso- que ocuparon por este mandato legal el espacio que creó la nueva disposición y que fueron los destinatarios de esta exclusión.

En este sentido la Sala debe precisar que el análisis de lo decidido por el Juez Primero Penal del Circuito Especializado, debe hacerse mediante un juicio ex ante, al ubicarse el operador jurídico al momento en que el servidor público emitió la providencia -10 de junio de 2011-, analizando el conjunto de circunstancias por él conocidas, dentro de ellas, resultaba necesario recapitular la discusión que en extenso se hace, pero ese juicio de verificación ex post, resulta impropio en la medida que las decisiones se fundamentan es en el momento de producirlas.

De lo expuesto se concluye que, contrario a lo manifestado por el doctor HUMBERTO DE JESÚS NAVALES DURANGO, el parágrafo del artículo 139 de la Ley 65 de 1993, si está vigente y como consecuencia, el permiso otorgado contravino esta norma, sin que se vislumbre fundamento del cual se pueda inferir que se obró amparado en causal de justificación, porque se reitera, la decisión debió fundarse en argumentación clara y armónica y teniendo como apoyo lo dispuesto por el legislador en la disposición anotada. 

Por tal razón, para la Sala no existe duda que la conducta del doctor NAVALES DURANGO, en este sentido es merecedora del reproche disciplinario en consideración al incumplimiento del deber consagrado en el numeral 1° del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, y por haber ignorado como se expresó el parágrafo único del artículo 139 de la Ley 65 de 1993. 
Como consecuencia de lo anterior, se deberá confirmar la decisión sobre este cargo, advirtiendo que la culpabilidad se edifica no solo en disconformidad de la conducta cuestionada con el ordenamiento jurídico, sino por el reproche individual o personal al disciplinado por haber procedido de forma contraria a las exigencias funcionales de las cuales se predica en este caso el dolo, al conocer la prohibición y no obstante dirigió su comportamiento en contra de ese deber funcional que obliga a todo funcionario a cumplir la Constitución y la Ley, sin que se haya demostrado justificación alguna.
Sobre este específico cargo, los testimonios recepcionados no expresaron opinión, por lo que su análisis y valoración se hará en los temas de los cuales brindaron su concepto.

DelSegundo cargo
Relacionado con la solicitud que el disciplinado elevó al INPEC para que trasladaran a ALIRIO DE JESÚS RENDÓN HURTADO, a una cárcel en la ciudad de Medellín o a un municipio cercano. La Sala de instancia después de realizar el análisis correspondiente, llegó a la conclusión que este comportamiento no era reprochable en consideración a que el funcionario judicial sí podía invocarla con fundamento en el inciso segundo del artículo 21 y el tercero del artículo 22 de la Ley 65 de 1993.

El tercer cargo 
Se formuló al doctor HUMBERTO DE JESÚS NAVALES DURANGO, porquealos dictámenes expedidos los días 29 de julio y 12 de agosto de 2011 por los médicos del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, no se les corrió el traslado de que trata el artículo 254 de Ley 600 de 2000, bajo cuya égida se tramitaba el proceso radicado 2011-0581 adelantado en la etapa de la causa en contra de ALIRIO DE JESÚS RENDÓN HURTADO por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Medellín.
En estos dictámenes los médicos legistas FABIO AVENDAÑO y GUSTAVO MALDONADO, valoraron el estado de salud del procesado RENDÓN HURTADO, por orden del Juez Primero Penal del Circuito Especializado de Medellín, en virtud de las solicitudes del abogado de la defensa, direccionadas al otorgamiento por grave enfermedad la hospitalización para cirugía y después para su convalecencia, la detención domiciliaria. 
Tal cual se menciona en la sentencia de instancia, el primer dictamen se realizó el 29 de julio de 2011, de este el juez dispuso aclaración, el segundo concepto seemitió el 12 de agosto hogaño. Estos dos dictámenes no fueron puestos en conocimiento de los sujetos procesales. 
El doctor NAVALES DURANGO, en su defensa argumentó, que si bien omitió dar el trámite del artículo 254 de la Ley 600 de 2000, lo que dedujo la responsabilidad disciplinaria en su contradesconocelos postulados de la sentencia T 238 de 2011, en el sentido que “la sujeción a la potestad disciplinaria del Estado no se extiende al contenido de las decisiones y providencias que dicten dentro del ejercicio de sus funciones, pues este es producto de la autonomía e independencia que, según se explica caracterizan la función judicial”.
Por otro lado, adujo que la Sala no esbozó, con fundamento en pruebas o evidencias, que no fue razonable su interpretación respectodel contenido y alcance de los artículos 362 de la Ley 600 y 68 de la Ley 599 de 2000.
Como sustento de su posición citó los testimonios de los Jueces de la República que intervinieron en la investigación disciplinaria, los que coincidieron en afirmar que tales experticias no requieren traslado a las partes. El alcance del mencionado artículo 254 de la Ley 600 de 2000, en su sentir, se extiende a los asuntos relacionados con las decisiones de fondo objeto de la controversia deljuicio; de ninguna manera a decisiones provisionales o accesorias del proceso que nada tienen que ver con el objeto de juzgamiento.
Del mismo modo, resaltó de suma importancia para su defensa, la providencia de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, el radicado 28.760 M.P. Julio Enrique Socha Salamanca, en la que se aceptó la certificación de una enfermedad por parte de médico particular, en relación con la cual, no se aplicó el trámite del artículo 254 del C. de P.P. 
Por otro lado, consideró que la primera instancia dio por supuesto el dolo de su parte y para ello se valió de la mera retórica, de conjeturas, de su parecer, no de pruebas o al menos de hechos indicadores que lo soporten. 

Pues bien, la respuesta que tiene la Sala a los cuestionamientos planteados por el apelante y relacionados con este cargo, habrá que decirse que la autonomía e independencia en el ejercicio de las funciones como juez, han sido abordadas por la Corte Constitucional expresando que la competencia asignada a las autoridades judiciales para interpretar y aplicar las normas jurídicas, fundada en el principio de autonomía e independencia judicial, no es  en ningún caso absoluta. Por tratarse de una atribución reglada, emanada de la función pública de administrar justicia, la misma se encuentra limitada por el orden jurídico preestablecido, y principalmente, por los valores, principios, derechos y garantías que identifican el actual Estado Social de Derecho
.  

Por consiguiente, los jueces son autónomos e independientes para elegir las normas jurídicas pertinentes al caso concreto, para determinar su aplicación, y para establecer la manera de interpretar e integrar el ordenamiento jurídico. Sin embargo, en esta labor no le es dable apartarse de los hechos, o dejar de valorar las pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso y, menos aún, desconocer las disposiciones constitucionales o legales…”
.
En sentir de esta Sala, y acorde con los postulados constitucionales, la independencia judicial no puede ser un símbolo absoluto de discrecionalidad, sino la expresión de un compromiso serio con los postulados superiores de la justicia. Autonomía que en el operador judicial se debe nutrir del alimento diario de la formación intelectual y la reflexión a la luz de diferentes  conceptos éticos, con los que se imbrica y cobra sentido.

Luego, si los funcionarios judiciales se expresan a través de sus providencias, y son ellas la fuente de la que se nutre la función pública, evidente resulta inferir que ese rostro de la justicia puede ser justipreciado cuando se vislumbra un atentado flagrante del ordenamiento Constitucional y legal.

La discusión plateada sobre la obligatoriedad o no del traslado del dictamen pericial, independientemente de las posiciones jurídicas esbozadas por los jueces, que como testigos del encartado expusieron mayoritariamente la no sujeción al mandato consignado en el artículo 254 del C. de P. P. de laLey 600 de 2000, para demostrar la enfermedad grave que da lugar a conceder la suspensión de detención intramuros, lo cierto es que el traslado es una ritualidad inherente a la naturaleza de la prueba pericial, que surge como necesaria,para que los sujetos procesales tengan la posibilidad de la contradicción y así como en este caso el juez solicitó aclaración, también las partes estaban en su derecho de intervenir en el estudio de la experticia. 

En igual sentido, si bien el proceso penal está edificado en etapas procesales y cada estadio cumple un fin determinado, ello no quiere decir que en materia probatoria se limite su aplicación a los asuntos relacionados con las decisiones de fondo objeto de la controversia del juicio. Recordemos que el proceso contra el ciudadano RENDÓN HURTADO, se tramita bajo el imperio de la Ley 600 de 2000 y no de la 906 de 2004, en la que el debate probatorio  se surte en eljuicio.

Bajo este panorama, los testigos de la parte disciplinada, aportaron su criterio sobre el tema del traslado del dictamen pericial, pero la obligatoriedad de la normas no puede quedar sujeta a una costumbre judicial, soslayando el derecho de los intervinientes a participar en el desarrollo de esta actuación procesal. 

Precisamente la participación de los sujetos procesales enriqueceel debate y legitiman las decisiones judiciales, bajo la órbita de la transparencia que debe irradiar la función judicial. 
En este sentido, este Juez Colegido no desconoce la jurisprudencia de la  Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, sino que ésta se debe contextualizar en cada caso particular. En sub lite, así como el juez mediante auto del 5 de agosto de 2011, dispuso que antes de decidir sobre la petición elevada por la defensa sobre la sustitución de la detención intramuros, se debía oficiar a los galenos para que ampliaran el dictamen, indicando si el estado de salud del interno era o no compatible con la vida en reclusión, esta circunstancia justificaba sin mayor esfuerzola aplicación del artículo 254, porque así como él tuvo esa inquietud,los sujetos procesales también hubiesen podido aportar las suyas. 
Entonces, es evidente que en el presente caso se vulneró a las partes o intervinientes el debido proceso, privándolos por esta interpretación de ejercer su derecho de contradicción. Las normas se consagran para aplicarlas y acatarlas, y así como se tuvo tiempo para solicitar la ampliación, en igual medida, pudo ordenar el traslado, en los términos consignados en el artículo 254 de la Ley 600 de 2000, del siguiente tenor: “Contradicción del dictamen. Cuando el funcionario judicial reciba el dictamen, procederá en la siguiente forma: “1. Verificará si cumple con los requisitos señalados en este código. 2. Si cumple con los requisitos indicados, se correrá traslado a los sujetos procesales por el término de tres (3) días para que soliciten su aclaración, ampliación o adición. Para la ampliación o adición el funcionario judicial fijará término”.
En este sentido, la interpretación que brindó el disciplinable no se ajustó a los deberes funcionales, que obliga a los funcionarios judiciales a cumplir con el mandato que imponía el artículo 254 de la Ley 600 de 2000, por ello el reproche disciplinario sobre este cargo debe igualmente confirmarse, atribuible a título de dolo, por cuanto orientó su conducta desconociendo su deber funcional frente al comportamiento que lo contraría, dada la claridad de la disposición iudicada.
Cuarto y quinto cargo subsumido en él (iv)
Señaló la Sala de primera instancia: “la ausencia de motivación de la providencia proferida por el doctor NAVALES DURANGO, se expresa por lo menos en tres aspectos distintos: i) no explicó por qué dispuso que el procesado continuara en su residencia y no en una clínica u hospital, con lo cual no solamente no se pronunció sobre una solicitud expresa de la Defensa, sino que puso en riesgo la vida del procesado y la responsabilidad del Estado; ii) no hizo ninguna valoración expresa o tácita de los dictámenes en los que sustentó la decisión de suspender la detención preventiva de RENDÓN HURTADO, al punto de no verificar siquiera si reunían los requisitos reglamentarios; iii) no indicó por qué emitía la orden de suspensión, que comunicó el mismo día de la providencia, a pesar de que un juzgado de ejecución de penas requería al procesado para descontar una condena impuesta previamente. Como se aprecia, el primer aspecto integra el quinto cargo imputado en el pliego proferido contra el doctor NAVALES DURANGO, en cuanto se refiere a la ausencia de motivación de aspectos que debían ser considerados para la decisión”.
Sobre estos reproches, el disciplinado en el escrito de apelación manifestó: “si la escasa o la suficiente motivación de una decisión judicial son cuestiones de agrado o desagrado del juzgador disciplinario, de otras esferas gubernamentales y aun de los medios de comunicación, para deducir o no faltas disciplinarias, es un indicativo que la autoridad disciplinaria se inmiscuye en el terreno vedado del contenido de la decisión judicial y de paso en la autonomía e independencia de los jueces, puesto que al juez, como destinatario y primer intérprete de las normas jurídicas, no se le puede privar de su libertad ni de su capacidad hermenéutica, mucho menos en su caso en que no desbordó su discrecionalidad interpretativa o de motivación en perjuicio de los derechos fundamentales, sino al contrario, para garantizarlos y preservarlos”.
Adujo igualmente que en el fallo que impugna se reitera el vicio de omitir el análisis de la prueba que se practicó, como los testimonios de los médicos JULIO MARIO HURTADO y GERMÁN CADAVID RESTREPO, quienes corroboraron la gravedad de la enfermedad de RENDÓN HURTADO, y su incompatibilidad con la reclusión formal, así como los protocolos para la realización del dictamen que le sirvió de fundamento para decidir. Pero también informaron y afirmaron que el sitio más indicado donde debía permanecer el interno era su residencia de El Poblado, cercana a centros hospitalarios de 3 y 4 nivel, ya que en caso de descompensación su traslado a dichos centros era más fácil que desde la cárcel.

Finalmente aseguró que la hospitalización o internamiento que se sugiere debió ordenar, en lugar que su residencia, no era lo más indicado, porque obviamente la misma era subsiguiente a la intervención quirúrgica cuyas citas previas, sí se habían programado para el 7 de septiembre de 2011, vale decir, cerca de la fecha de la decisión de suspensión del encarcelamiento del procesado, como lo demostró RENDÓN HURTADO en su declaración con la constancia dela respectiva cita médica con especialista, como lo refirió igualmente su defensor.
Pues bien, contrastados de manera fidedignalos fundamentos de la apelación con la sentencia impugnada, debe la Sala aclarar tal como lo hizo la instancia, que el origendel reproche disciplinario sobre este tema no es por haber suspendido la detención en establecimiento carcelario a RENDÓN HURTADO enviándolo a su residencia, sino porque la decisión la tomó sin la valoración y análisis de los medios de prueba existentes en el plenario, lo que conlleva necesariamente a una falta de motivación.
Hecha la anterior aclaración, se ocupa, entonces, la Sala de analizar los argumentos de la apelación y sobre el primero de ellos habrá de decirse que en el presente caso nada tiene que ver con“cuestiones de agrado o desagrado”, ni de inmiscuirse enterrenos vedados de la decisión judicial, ni de paso atentar contra la autonomía e independencia de los jueces. 
En el análisis delos cargos anteriores la Corporación se pronunció en forma contundente sobre los alcances que ha señalado la Corte Constitucional de la autonomía e independencia de los jueces, la cual no es absoluta y merece un ponderado estudio en cada caso particular. En este sentido lejos está que la Sala pretenda inmiscuirse en la libertad de los jueces para tomar sus decisiones, simplemente obedecemos el mandado legal y constitucional en el ámbito que en lo público las competencias son regladas, y los servidores públicos no solo responden por infringir la Constitución y las leyes, sino también por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones
. 
Ahora bien, para desarrollar el cargo habrá que decirse que el señor ALIRIO DE JESÚS RENDÓN HURTADO, tenía una patología catalogada de grave, la cual requería un manejo médico y quirúrgico,siguiendo los protocolos especializados. Así quedó consignado en las dos experticias médicas realizadas al interno por medicina legal, las que coincidieron además en catalogar que su patología era incompatible con el encarcelamiento
.
Partiendo entonces de la grave patología del detenido RENDÓN HURTADO, la decisión sobre la suspensión de la privación de la libertad, ameritó una motivación consecuente del porque se concedía en su domicilio y no en un centro asistencial. 

En otros términos, la decisión debe ser consecuente con las pruebas y no con el criterio individual del funcionario judicial. Y si ello es así, lo mínimo que se debe exigir al juzgador es la motivación de su conclusión. Sustento que en providencia del 26 de agosto de 2011, brilló por su ausencia.

En estos términos basta con prestar atención a la decisión obrante a folios 21 a 25 del cuaderno original número 1, para inferir razonadamente que el Juez NAVALES DURANGO, no motivó su decisión, ni en lo mínimo hizo referencia siquiera a los propósitos de la medida de suspensión frente a la salud del interno ni por qué el domicilio era lo recomendable y no un centro asistencial, esto, naturalmente, en el marco de la prueba pericial, referencia obvia de la cual debe hacer su valoración.

Esta omisión argumentativa va en contravía del deber que impone el artículo 171 de la Ley 600 de 2000.  Precisamente, la falta de motivación es lo que  generó el reproche y la controversia sobre los fines de la suspensión.
Entonces, en el presente caso no es que se predique una motivación extensa, sino que los argumentos estén en consonancia con la situación fáctica, con las pruebas y con lo que se demanda. En manera alguna puede considerarse como falta de motivaciónuna providencia sucinta que recoja en forma concreta el razonamiento equilibrado entre lo que se solicita y lo que se resuelve.
En este orden de ideas, frente a la contundencia de los cargos, la única decisión que procede en este asunto es la de confirmar la decisión de la instancia, no solo de este último cargo, sino de la sanción impuesta, al estar acreditadoque el disciplinado doctor HUMBERTO DE JESÚS NAVALES DURANGO, en su condición de Juez Primero Penal del Circuito especializado de Medellín, esresponsable por la incursión en las infracciones descritas en los cargos 1, 3 y 4, por vulnerar reiteradamente el numeral 1° del artículo 153 de la ley 270 de 1996 con varias acciones u omisiones (art. 47-2 ley 734 de 2002), con lo cual infringió los artículos 6, 29, 90, 228 y 230 de la Constitución Política; los artículos 171, 232, 238 y 254-1 y 2 de la ley 600 de 2000; los artículos 106 y 139, parágrafo único de la ley 65 de 1993 y los artículos 65 y 66 de la ley 270 de 1996; en concordancia con el artículo 196 de la ley 734 de 2002, y por lo tanto, SANCIONARLO con suspensión en el ejercicio del cargo por el término de 12 meses e inhabilidad especial por el mismo lapso, por los motivos expuestos.
De la sanción.
De acuerdo a lo anteriormente expuesto, y siendo que el disciplinable incurrió en conducta plural,lo que traduce en un concurso homogéneo de faltas al numeral 1° del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con el artículo 196 de la Ley 734 de 2002, catalogadas de graves, a título de dolo, en la medida que el ex juez pudiendo y debiendo comportarse de acuerdo con normas, dirigió su conducta en contra del deber que le imponía la Constitución y la Ley, por lo que la sanción impuesta se ajusta al reproche por el daño social que produjo y la afrenta a la administración de justicia. 

En este sentido, la SUSPENSIÓN E INHABILIDAD ESPECIAL al doctor HUMBERTO DE JESÚS NAVALES DURANGO, por el término de doce (12) meses en el cargo que ocupaba de Juez Primero Penal del Circuito Especializado de Medellín debe confirmarse, abonando como parte cumplida de la sanción, el tiempo que permaneció en suspensión provisional.
En mérito de lo anteriormente expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
RESUELVE:
PRIMERO: NEGAR LA NULIDAD deprecada por el funcionario investigado y su defensor de confianza, tal como se preció en las consideraciones.

SEGUNDO: CONFIRMAR INTEGRALMENTEla sentencia apelada de fecha 14 de mayo de 2012, proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Antioquia, a través de la cual DECLARÓ al doctor HUMBERTO DE JESÚS NAVALES DURANGO, responsable del concurso de faltas disciplinarias descritas en los cargos 1 (i), 3 (iii) y 4 (iv), por vulnerar reiteradamente el numeral 1° del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, con varias acciones u omisiones (artículo 47-2 Ley 734 de 2002), las cuales también se le dedujeron en el pliego de cargos, con lo cual infringió los artículos 6, 29, 90, 228 y 230 de la Constitución Política; los artículos 171, 232, 238 y 254- 1 y 2 de la Ley 600 de 2000; los artículos 106 y 139, parágrafo único de la Ley 65 de 1993 y los artículos 65 y 66 de la Ley 270 de 1996; en concordancia con el artículo 196 de la Ley 734 de 2002. Y como consecuencia lo SANCIONÓ con suspensión e inhabilidad especial por el término de doce (12) meses en el cargo de Juez Primero Penal del Circuito Especializado de Medellín, que ocupaba para los meses de junio a agosto de 2011.
TERCERO: RECONOCER, como parte de la sanción cumplida de la sanción, el tiempo que permaneció en suspensión provisional.
CUARTO: REMITIR copia del presente fallo a la Secretaría Judicial de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, con constancia de su ejecutoria,  para efectos de su anotación.
QUINTO: DEVOLVER el expediente a su lugar de origen, previas las anotaciones de rigor
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
   WILSON RUIZ OREJUELAJOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
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